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TRASLACIÓN DEL TIPO Y ADECUACIÓN DE LA PENA EN EL DELITO DE EXTORSIÓN. ES 
LEGAL QUE SE REALICE ENTRE LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 231, 
FRACCIÓN V, VIGENTE EN LOS MESES DE MARZO A MAYO DE 2013, Y 204 BIS, 
PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN I, VIGENTE A PARTIR DEL 16 DE NOVIEMBRE DE 2014, 
AMBOS DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, AL PREVER ÉSTE UNA 
PENA MÁS BENÉFICA PARA EL REO. 
 
En el Estado de Chihuahua, el delito de extorsión, en los meses de marzo a mayo de dos mil 
trece, se encontraba previsto en el artículo 231 del Código Penal de la entidad, que en sus 
párrafos primero y segundo, fracción V, disponía: "A quien por cualquier conducto, con ánimo de 
lucro, obligare a otro, con violencia o intimidación, a realizar, omitir o tolerar un acto, en su 
perjuicio o de algún tercero, se le impondrán de cuatro a quince años de prisión y de cien a 
ochocientos días multa.-Se impondrá prisión vitalicia, cuando en la comisión del delito se dé 
alguna de las siguientes modalidades: ...V. Cuando se logre que la víctima o un tercero, entregue 
alguna cantidad de dinero para evitar el daño con que se amenaza.". Posteriormente, por decreto 
publicado en el Periódico Oficial local el 15 de noviembre de 2014, vigente al día siguiente, dicho 
código fue reformado y el delito mencionado quedó contenido en el artículo 204 Bis, primero y 
segundo párrafos, fracción I, que refiere: "A quien por cualquier conducto, con ánimo de lucro, 
obligare a otro, con violencia moral o intimidación, a realizar, omitir o tolerar un acto, en su 
perjuicio o de algún tercero, se le impondrán de cinco a treinta años de prisión y de cien a 
ochocientos días multa.-Se impondrá prisión de treinta a setenta años, cuando en la comisión del 
delito se dé alguna de las siguientes modalidades: I. Se logre que la víctima o un tercero, 
entregue alguna cantidad de dinero o algún bien u objeto para evitar el daño con que se 
amenaza.". De lo que se advierte que en la nueva legislación penal local se mantuvieron los 
elementos que configuran el delito, en tanto que la pena a imponer disminuyó de prisión vitalicia 
a un mínimo de treinta, y un máximo de setenta años. Por tanto, atento al principio de 
retroactividad benigna que establecen los artículos 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es legal que al 
dictarse la sentencia, se lleve a cabo la traslación del tipo y la adecuación de la pena entre las 
hipótesis previstas en dichos preceptos, al prever este último una pena más benéfica para el reo, 
pues ello tiene como finalidad primordial garantizar el principio de exacta aplicación de la ley en 
materia penal, que constituye un derecho fundamental para todo gobernado en los juicios del 
orden criminal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE TORREÓN-MATAMOROS, 
COAHUILA. AL REALIZAR EL COBRO DE LOS DERECHOS POR LOS SERVICIOS QUE 
PRESTA, CON FUNDAMENTO EN EL DECRETO POR EL QUE SE CREÓ, NO TIENE EL 
CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO. 
 
Cuando el organismo operador mencionado realiza el cobro de los derechos por los servicios que 
presta, con fundamento en los artículos segundo y décimo quinto del Decreto No. 301 por el que 
se creó, publicado en el Periódico Oficial Número 70 del Gobierno del Estado de Coahuila de 
Zaragoza el 31 de agosto de 1993, no tiene el carácter de autoridad responsable para los efectos 
del juicio de amparo, ya que no actúa en una relación de supra a subordinación, pues sus actos 
derivan de un contrato comercial o de adhesión celebrado con un particular, donde el clausulado 
se rige por la voluntad de las partes. Así, el acto de aplicación de los preceptos señalados está 
vinculado con la autoridad que emitió los recibos de pago, derivados directamente de dicho 
contrato; de ahí que se actualice la causal de improcedencia prevista en los artículos 1o., 
fracción I, 5o., fracción II y 61, fracción XXIII, de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
OCTAVO CIRCUITO. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 24 de noviembre de 2017 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2015673  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.6o.P.91 P (10a.)  
 
SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN Y ENAJENACIÓN DE BIENES (SAE). CARECE DE 
INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO CUANDO PROMUEVE JUICIO DE AMPARO CONTRA UNA 
RESOLUCIÓN JUDICIAL DICTADA EN UNA CAUSA PENAL, QUE DECRETÓ EL 
ABANDONO DE UN NUMERARIO AFECTO A FAVOR DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL. 
 
El artículo 7o. de la Ley de Amparo prevé la facultad de las personas morales oficiales para 
acudir al juicio de amparo, siempre que el acto o ley que se impugne afecte sus intereses 
patrimoniales, y que esa afectación ocurra cuando haya actuado en un plano de igualdad con los 
particulares. Por tanto, si el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes (SAE) promueve 
amparo contra la resolución dictada en una causa penal que le ordena realizar el traspaso del 
numerario afecto al Consejo de la Judicatura Federal, al haberse decretado el abandono a favor 
de éste, para su integración a las cuentas del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia, 
dicho juicio es improcedente, ya que no se actualiza la hipótesis de afectación a su esfera 
patrimonial, pues no deriva de un acto celebrado en el mismo plano de igualdad con los 
particulares. Así, la determinación del Juez de la causa penal debe cumplirla por las atribuciones 
que le otorga la ley con motivo de sus funciones públicas o potestad soberana, conforme a los 
artículos 1, 76 y 77 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector 
Público, de los que se advierte que el (SAE) es un organismo público descentralizado con 
personalidad jurídica y patrimonio propios y tiene como principal objetivo, entre otros, la 
administración de los bienes que dejen bajo su resguardo y administración las autoridades 
competentes o transferentes, entre ellas, las autoridades judiciales federales; de manera que la 
circunstancia de que deba hacer entrega del numerario del cual se decretó su abandono, no 
afecta su interés jurídico ni legítimo conforme al artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, 
pues sólo ejerció la facultad de administrarlo, por lo que no puede estimarse que ese bien entró 
en su patrimonio, al sólo recaerle el carácter de administrador; aunado a la circunstancia de que 
únicamente a las autoridades federales competentes les corresponde determinar el destino de 
los bienes respectivos, al actuar solamente como auxiliadores del Juez en la administración del 
dinero, por lo que su patrimonio no puede verse afectado con la emisión del acto reclamado. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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SENTENCIAS DE AMPARO INDIRECTO. PARA REQUERIR SU CUMPLIMIENTO CUANDO 
LA RESPONSABLE SEA UNA ENTIDAD CONFORMADA POR UN CONJUNTO DE 
PERSONAS, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE IDENTIFICAR POR NOMBRE A QUIENES DEBAN 
ACATARLAS, ASÍ COMO EL CARGO DE AUTORIDAD QUE OCUPAN. 
 
De conformidad con el artículo 192 de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito requerirá a la 
autoridad responsable para que cumpla con la ejecutoria dentro del plazo de tres días. Así, 
cuando se trate de una entidad conformada por un conjunto de personas, deberá identificar por 
nombre a quienes deban acatarlas, así como por el cargo de autoridad que ocupan, por ser un 
aspecto indispensable, si se tiene presente que el cumplimiento de la sentencia requiere de la 
participación de todas, pues de presentarse alguna renuencia, se actualiza una responsabilidad 
individual que debe ser claramente perceptible, conforme lo prevén los preceptos 267 y 269 del 
propio ordenamiento; de ahí que los juzgadores de amparo deben concretar los requerimientos 
en las personas y cargos que les corresponden. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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SALA UNITARIA DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR. ES COMPETENTE PARA CONOCER, POR 
AFINIDAD, DE LA DEMANDA PRESENTADA POR QUIENES SE CONSIDERAN 
BENEFICIARIOS DE UN INTEGRANTE DE UNA INSTITUCIÓN POLICIAL ESTATAL O 
MUNICIPAL, EN LA QUE RECLAMEN PRESTACIONES INHERENTES AL SERVICIO 
DESEMPEÑADO, CON MOTIVO DE SU FALLECIMIENTO. 
 
De conformidad con los artículos 123, apartado B, fracción XIII y 116, fracción VI, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de acuerdo con los criterios sostenidos 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la relación jurídica entre las instituciones policiales 
y sus integrantes es de naturaleza administrativa, igual que el derecho para reclamar las 
prestaciones y beneficios inherentes al servicio desempeñado. Por tanto, la competencia para 
conocer de la demanda presentada por quienes se consideran beneficiarios de un integrante de 
una institución policial del Estado de Baja California Sur o de alguno de sus Municipios, para 
reclamar dichos beneficios y prestaciones, con motivo de su fallecimiento, corresponde a la Sala 
Unitaria de Justicia Administrativa del Tribunal Superior de Justicia de la propia entidad 
federativa, no obstante que la Ley de Justicia Administrativa local no señale expresamente que 
aquélla deba dilucidar los conflictos que se susciten entre las instituciones policiales y sus 
integrantes, pues en observancia al derecho fundamental que toda persona tiene a que se le 
administre justicia, establecido en el segundo párrafo del artículo 17 constitucional, la 
competencia para conocer de la demanda recae en el órgano jurisdiccional citado, por ser el más 
afín para ello, pues conforme a los artículos 1o. y 3o. del ordenamiento estatal mencionado, le 
compete resolver las controversias de naturaleza administrativa que se susciten entre los 
particulares y las autoridades administrativas estatales y municipales, lo cual se asemeja al caso 
de los conflictos entre los servidores públicos e instituciones aludidos, en razón del nexo o 
vínculo administrativo en sentido estricto prevaleciente entre ambos; de ahí que por razones de 
especialidad, dicha jurisdicción es la más pertinente para allegarse del conocimiento y resolución 
de las controversias en las que se reclamen prestaciones inherentes al servicio desempeñado 
por un integrante de una institución policial, y la misma suerte deben seguir los conflictos 
suscitados entre ésta y los beneficiarios de aquél. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEXTO CIRCUITO. 
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RESPONSABILIDAD DEL BENEFICIARIO DE LOS SERVICIOS QUE NO ES PROPIAMENTE 
PATRÓN (ARTÍCULO 13 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO). 
 
De acuerdo con lo establecido en la parte final del artículo 13 de la Ley Federal del Trabajo, los 
beneficiarios directos de las obras o servicios serán "solidariamente responsables", cuando esté 
demostrado que el patrón que contrató al trabajador o trabajadores, carece de elementos propios 
y suficientes para cumplir las obligaciones que deriven de las relaciones con esos trabajadores. 
En opinión de este tribunal, la expresión entrecomillada no se empleó con propiedad jurídica, 
sino que el contexto muestra que el legislador quiso referirse a una "responsabilidad subsidiaria" 
y no principal o directa, puesto que el principal obligado es el contratante del trabajador, aunque 
se prevé que para el supuesto de que no esté en aptitud de cumplir sus obligaciones laborales, 
con el fin de no dejar desprotegido al trabajador, quien se haya beneficiado con los servicios 
prestados (beneficiarios directos de las obras o servicios) deberá responder hasta por la totalidad 
de lo exigido. Se trata de una "responsabilidad subsidiaria" porque para exigir el cumplimiento del 
laudo al beneficiario de los servicios debe haber prueba de que el principal obligado carece de 
elementos para cumplir con la obligación. Cuando se trata de una auténtica solidaridad se puede 
demandar a cualquiera de los deudores, el que deberá responder por la totalidad de la deuda; si 
se trata de obligación subsidiaria el obligado en segundo término sólo responderá por insolvencia 
o imposibilidad de obtener la condena del patrón directo. Lo anterior conduce a que, para 
declarar esa responsabilidad subsidiaria, no pueda demandarse aisladamente a la persona moral 
o física que se considera beneficiada con el servicio, sino que si busca una condena con 
obligado de respaldo debe demandarse a ambos, es decir, al principal obligado (patrón) y al 
"obligado subsidiario" (beneficiario). Vencidos en juicio los demandados, podrá establecerse con 
elementos objetivos si cabe despachar la ejecución contra el beneficiario porque el patrón directo 
carezca de elementos propios o recursos suficientes para cumplir con la condena impuesta. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 
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RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. LOS PLANTEAMIENTOS RELATIVOS A LOS ACTOS 
DE TORTURA DURANTE LA DETENCIÓN DEL SENTENCIADO, DERIVADOS DE LA 
RECOMENDACIÓN DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL 
(AHORA CIUDAD DE MÉXICO), EMITIDA AL HABERSE PRESENTADO LA QUEJA 
RESPECTIVA, NO PUEDEN HACERSE VALER EN EL INCIDENTE RELATIVO, A FIN DE 
INVALIDAR LA SENTENCIA CONDENATORIA. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a.XLVII/98, de 
rubro: "RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. VALOR DE LA RECOMENDACIÓN DE LA 
COMISIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS.", en relación con la validez jurídica de la 
recomendación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, estableció que no puede 
constituir prueba plena que tenga como efecto anular, modificar o dejar sin efecto las 
resoluciones o actos contra las cuales se hubiese presentado la queja o denuncia respectiva; por 
tanto, la recomendación de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (ahora Ciudad 
de México), que también tiene la misma naturaleza que la de la Comisión Federal, no constituye 
un medio de prueba que pueda desvanecer la responsabilidad penal del sentenciado. En estas 
condiciones, los planteamientos relativos a los actos de tortura durante la detención del 
sentenciado que derivan de la propia recomendación, tampoco pueden servir de fundamento 
para hacerlas valer en el incidente de reconocimiento de inocencia y, con ello, invalidar la 
sentencia condenatoria, pues si bien conforme a la jurisprudencia de derechos humanos emitida 
por los tribunales federales deben anularse e invalidarse las pruebas ilícitas, lo cierto es que esos 
criterios sólo pueden hacerse valer en las instancias procesales correspondientes hasta antes de 
que la sentencia constituya cosa juzgada; por consiguiente, el planteamiento que se realiza en el 
incidente de reconocimiento de inocencia es improcedente. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA. EN LOS ASUNTOS TRAMITADOS A PARTIR DE LA 
VIGENCIA DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, LA COMPETENCIA 
PARA CONOCER DE LA SOLICITUD RELATIVA CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE 
ALZADA QUE A SU VEZ LO SEA PARA RESOLVER EL RECURSO DE APELACIÓN, Y NO 
AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO RESPECTIVO EN COMPETENCIA DELEGADA. 
 
Conforme al artículo 561 del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado, corresponde 
conocer del reconocimiento de inocencia a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual, a 
su vez, delegó esa competencia originaria a los Tribunales Colegiados de Circuito, con 
fundamento en el artículo 94, párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; puntos cuarto, fracción III y octavo, fracciones I y II del Acuerdo General Número 
5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, 
y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de 
Circuito. Ahora bien, en los artículos 488 y 489 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
se establece que el sentenciado que se crea con derecho a obtener el reconocimiento de su 
inocencia, acudirá al tribunal de alzada que fuere competente para conocer del recurso de 
apelación, y el seguimiento que debe darse a la solicitud respectiva. Por tanto, en los asuntos 
tramitados a partir de la vigencia de dicha normativa, la competencia para conocer del 
reconocimiento de inocencia corresponde al tribunal de alzada que a su vez lo sea para resolver 
el recurso de apelación, aunque no se hubiere interpuesto en su momento, y no al Tribunal 
Colegiado de Circuito respectivo en competencia delegada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN 
CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 
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PRÁCTICAS MONOPÓLICAS ABSOLUTAS. PARA ACREDITAR SU EXISTENCIA, DEBE 
CONSIDERARSE QUE LOS ACUERDOS DE QUIENES TIENEN EL CONTROL DE LA 
PRODUCCIÓN, PUEDEN TRASCENDER A LOS PRECIOS QUE SE TRASLADAN A LOS 
CONSUMIDORES. 
 
Para acreditar la existencia de prácticas monopólicas absolutas, debe considerarse que, en 
determinados mercados, existen integraciones verticales, donde un grupo de agentes 
económicos son los principales productores, por lo cual, pueden llegar a imponer condiciones a 
sus distribuidores mayoristas e, incluso, trascender al mercado minorista, lo cual les confiere una 
posición preferencial y rectora que permite extender y proyectar la eficacia de sus acuerdos 
colusorios en sentido descendente en la cadena de producción-distribución-comercialización. Por 
tanto, esta circunstancia puede provocar que los acuerdos del cártel incidan en los precios que 
se trasladan a los consumidores, pues los distribuidores mayoristas y detallistas, al no tener otro 
mercado de proveedores o abasto, se ven obligados a aceptar las condiciones impuestas por 
quienes tienen el control de la producción. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 
EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.215 A (10a.)  
 
PRÁCTICAS MONOPÓLICAS ABSOLUTAS. EL MÉTODO HOLÍSTICO PARA MOTIVAR LA 
VALORACIÓN DE PRUEBAS INDIRECTAS, ES IDÓNEO PARA ACREDITAR SU 
EXISTENCIA. 
 
Es usual que la existencia de prácticas monopólicas absolutas se acredite a través de medios de 
prueba indirectos, razonablemente adminiculados, en tanto que es excepcional que ese resultado 
pueda conseguirse mediante pruebas directas. En efecto, el esquema de la prueba indirecta 
parte de estimar varios elementos, siendo éstos un hecho conocido (premisa, indicio), seguido de 
una inferencia para concluir en un hecho probable (conclusión), que es precisamente el objetivo 
de una presunción. Adicionalmente, entre las premisas y la conclusión debe existir una relación 
de causalidad que quien decide, debe apreciar a través del raciocinio y la experiencia. Por tanto, 
la credibilidad de la presunción dependerá tanto de la certidumbre del indicio, como del grado de 
aceptación de la inferencia, que exige un nexo pertinente y convincente para justificar la 
conclusión hipotética. Además, el decisor debe motivar su determinación, para lo cual existen 
diversos métodos, entre los que se encuentra el llamado holístico, mediante el cual se explica 
que la decisión final sobre los hechos, se obtiene presentándolos conjuntamente, conformando 
un relato que los narra en una secuencia temporal, cuya plausibilidad se logra con la exposición 
de aspectos conductuales o de contenido. En consecuencia, el método mencionado es idóneo 
para acreditar la existencia de prácticas monopólicas absolutas, tomando en consideración que, 
en tales casos, es difícil establecer con precisión, cómo se ha concertado un acuerdo 
anticompetitivo, dado el cuidado que los interesados ponen para velar u ocultar cualquier vestigio 
o rastro que pueda evidenciarlo, por lo cual, no es común que exista una prueba directa de la 
conducta desplegada por los involucrados, ni de todos los detalles que ocultan. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 
EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Tesis: I.13o.T.180 L (10a.)  
 
PENSIONES JUBILATORIAS DE LOS TRABAJADORES DEL SISTEMA BANRURAL. LOS 
PORCENTAJES DEFLACIONARIOS NO DEBEN COMPUTARSE PARA CALCULAR SU 
INCREMENTO DEL DIEZ POR CIENTO DEL ÍNDICE DEL COSTO DE LA VIDA QUE PUBLICA 
MENSUALMENTE EL BANCO DE MÉXICO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 61 DE LAS 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO). 
 
De acuerdo con el artículo 61 de las Condiciones Generales de Trabajo, la pensión jubilatoria 
otorgada por Banrural, se incrementará cuando se compruebe que el índice del costo de la vida 
aumentó en un 10% como mínimo, de acuerdo a los porcentajes de inflación mensual que 
calcula el Banco de México, publicados en el Diario Oficial de la Federación, como se determinó 
en la jurisprudencia 2a./J. 61/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: "PENSIONES JUBILATORIAS. PROCEDE EL AJUSTE DE LAS OTORGADAS 
POR BANRURAL, CUANDO SE COMPRUEBE EL AUMENTO DE UN 10% EN EL ÍNDICE DEL 
COSTO DE LA VIDA, MEDIANTE LA SUMA O ACUMULACIÓN DE LOS PORCENTAJES DE 
INFLACIÓN QUE MENSUALMENTE PUBLICA EL BANCO DE MÉXICO.". En esa tesitura, para 
calcular los incrementos de acuerdo al índice del costo de la vida, deben sumarse los porcentajes 
de inflación (positivos), pero no restar los de deflación (negativos), porque la cláusula aludida 
prevé que para determinar el incremento en un 10% como mínimo, deben considerarse los 
porcentajes en que aumentó el costo de la vida; de ahí que al ser una prestación extralegal, debe 
aplicarse literalmente; y, por ende, ante su interpretación estricta, sólo deben considerarse y 
sumarse los porcentajes de inflación que en el informe se adviertan para el incremento del 10% 
del costo de la vida. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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PENSIÓN ALIMENTICIA PARA MENORES DE EDAD. EL JUEZ FAMILIAR QUE CONSIDERE 
CARECER DE COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA DEBE REMITIRLA AL 
QUE CONSIDERE COMPETENTE (Interpretación del artículo 941 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México). 
 
Conforme a los artículos 143, 144, 145 y 165 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, los tribunales podrán inhibirse del 
conocimiento de un asunto, cuando se trate de competencias por razón de territorio, materia o 
cuantía, sin que se encuentren obligados a remitir la demanda a la autoridad que estimen 
competente, con lo cual se dejan a salvo los derechos del interesado y a su disposición los 
documentos base de la acción, para que si lo estima pertinente, presente su demanda, ante 
diversa autoridad. Esto se explica en atención al principio dispositivo, conforme al cual, les 
corresponde exclusivamente a las partes la carga de realizar las promociones necesarias para 
impulsar el procedimiento respectivo; sin embargo, este principio no rige preponderantemente, en 
materia de alimentos a favor de menores de edad, en términos de lo que establece el artículo 
941 del citado código adjetivo, del cual se desprende la obligación de los Jueces de lo familiar de 
actuar oficiosamente, con prontitud, sensibilidad, creatividad y expeditez, ante cualquier situación 
que esté ocurriendo en perjuicio de los intereses de los niños, y no mantenerse en una actitud 
pasiva o ceñida a la inercia, mediante la toma de decisiones ordinarias a pesar de encontrarse 
frente a situaciones extraordinarias, criterio el anterior que se emitió por este Tribunal Colegiado 
de Circuito, en la tesis relevante I.4o.C.322 C, de manera que cuando la demanda verse sobre 
una pensión alimenticia para un menor de edad, el Juez de lo familiar que se inhiba para conocer 
de esa demanda, no debe limitarse a declarar su incompetencia legal para conocer del asunto y 
dejar a salvo el derecho del promovente, sino debe encausar la demanda de alimentos, 
remitiéndola a la autoridad que le corresponda conocer de esa pretensión, a fin de que ésta, en 
el ámbito de sus atribuciones, decida si acepta o no la competencia declinada, en el entendido de 
que si la autoridad a quien se remite el asunto también se niega a conocer de éste, el Juez 
remitente deberá proceder, en lo conducente, conforme a lo establecido en los tres últimos 
párrafos del artículo 165 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México, en los que esencialmente, se prevé que esta cuestión debe resolverse 
por cualquiera de los tribunales superiores de los Jueces en conflicto; pues de no actuar de esta 
manera, podría ponerse en riesgo la subsistencia del menor involucrado. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. SI PARA SU 
CONVALIDACIÓN LA INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD JUDICIAL ES POSTERIOR A SU 
EJECUCIÓN, NO PUEDE CONSIDERARSE COMO UN ACTO DICTADO DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO Y, POR ENDE, SE ACTUALIZA EL PLAZO EXCEPCIONAL PARA 
PRESENTAR LA DEMANDA DE AMPARO EN SU CONTRA, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
17, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA MATERIA. 
 
En la ejecutoria de la contradicción de tesis 137/2015, que dio origen a la tesis de jurisprudencia 
1a./J. 83/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO 
PENITENCIARIO A OTRO. SI SE EJECUTA SIN INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD 
JUDICIAL, NO PUEDE CONSIDERARSE COMO UN ACTO DENTRO DEL PROCEDIMIENTO Y, 
POR ENDE, SE ACTUALIZA EL PLAZO EXCEPCIONAL PARA INTERPONER LA DEMANDA 
DE AMPARO EN SU CONTRA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE 
LA MATERIA.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación destacó la 
necesidad de distinguir dos escenarios posibles: el primero, si la orden de traslado es solicitada 
por el órgano administrativo, revisada y decidida por el Poder Judicial y ejecutada por el órgano 
solicitante, debe concebirse como un acto dentro del procedimiento y, por ende, rige la regla 
general de los quince días prevista en el artículo 17 de la Ley de Amparo. El segundo se 
presenta cuando, no obstante el mandamiento constitucional de intervención judicial en el 
procedimiento de revisión de la orden de traslado, el órgano administrativo solicitó, ordenó y 
ejecutó la orden sin intervención del Poder Judicial, ya sea en la etapa de ejecución de la pena o 
en la de instrucción del proceso; supuesto en que se actualiza la fracción IV del artículo 17 
mencionado, que prevé que la demanda de amparo podrá promoverse en cualquier tiempo. 
Ahora, es factible que conforme a las disposiciones legales aplicables, la intervención judicial se 
dé con posterioridad a la ejecución del traslado para que lo convalide -por ejemplo, en los casos 
que establece el artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal-, por lo que ese 
pronunciamiento posterior del Juez también es un acto dictado fuera de procedimiento, dado que 
se emite una vez ejecutado el traslado con el propósito de ratificarlo, por lo que la demanda de 
amparo en su contra puede promoverse en cualquier tiempo y, en caso de ampliación, conforme 
al artículo 111, último párrafo, de la propia Ley de Amparo, podrá presentarse hasta antes de la 
celebración de la audiencia constitucional. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ORDEN DE PRIVACIÓN DE LA VIDA A UN ANIMAL POR REPRESENTAR UN RIESGO PARA 
LA SALUD PÚBLICA. SE ACTUALIZA LA EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN 
EL AMPARO PROMOVIDO EN SU CONTRA, AUN CUANDO EL QUEJOSO, ADEMÁS DE 
ALEGAR VIOLACIONES DIRECTAS A LA CONSTITUCIÓN, HAYA ARGUMENTADO LA 
INCORRECTA APLICACIÓN DE LA LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL POR PARTE DE 
LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 
 
Si bien es cierto que el derecho humano a la propiedad se encuentra protegido conforme al 
contenido relacionado de los artículos 14, 16 y 27 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, también lo es que no puede soslayarse que la orden de privar de la vida a un 
animal por representar un riesgo para la salud pública es una medida trascendental y 
extraordinaria; de ahí que se actualiza la excepción al principio de definitividad en el amparo 
promovido en su contra por transgresión al derecho humano a la propiedad, aun cuando el 
quejoso, además de alegar violaciones directas a la Constitución, haya argumentado la 
incorrecta aplicación de los artículos 1, 2, 3, 4, 6, fracción XVI, 16, fracciones II, IV, VII, X, XII, 
XIV, 20, 21, 23, 30 y 36 de la Ley Federal de Sanidad Animal por parte de las autoridades 
administrativas, pues el precepto 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, al establecer que 
únicamente se deben alegar violaciones directas a la Constitución, no prohíbe o limita técnica o 
metodológicamente la forma y los términos argumentativos mediante los cuales el particular debe 
cumplir con esta exigencia, aunado a que la protección de la vida debe hacerse extensiva a los 
animales, en términos del artículo 1o. constitucional, al no existir referente que permita obviar lo 
extremo de la medida y asegurar, a su vez, no sólo la garantía de audiencia del propietario 
mediante el recurso de revisión o el juicio contencioso administrativo, sino la pronta e inmediata 
resolución de la litis, ya que el parámetro de regularidad constitucional no puede desvincularse al 
momento de verificar la afectación de los animales, aun cuando sean considerados como un bien 
semoviente. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ORDEN DE PRIVACIÓN DE LA VIDA A UN ANIMAL POR REPRESENTAR UN RIESGO PARA 
LA SALUD PÚBLICA. PARA QUE SE CONSIDERE CONSTITUCIONAL, DEBE CONTAR CON 
EL RESPALDO CIENTÍFICO, OBJETIVO Y CONCLUYENTE QUE JUSTIFIQUE ESA MEDIDA. 
 
Para que se considere constitucional la orden de la autoridad administrativa de privar de la vida a 
un animal porque representa un riesgo para la salud pública, debe contar con el respaldo 
científico, objetivo y concluyente que justifique esa medida, ya que el Estado, bajo la aparente y 
simple privación de la propiedad, no puede desconocer que ésta debe protegerse con mayor 
rigor cuando se trata de un animal, pues de lo contrario se permitiría trastocar su vida sin 
considerar la obligación no sólo de los operadores de las normas, sino de todas las autoridades, 
de proteger y maximizar los derechos humanos que, per se, implican y trascienden a la vida de 
un ser vivo, con independencia de su especie. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ORDEN DE PRIVACIÓN DE LA VIDA A UN ANIMAL POR REPRESENTAR UN RIESGO PARA 
LA SALUD PÚBLICA. ELEMENTOS QUE DEBEN CONSIDERARSE EN EL JUICIO DE 
AMPARO EN EL QUE SE RECLAMA ESA MEDIDA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 
POR VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO A LA PROPIEDAD. 
 
Cuando en el juicio de amparo se reclama que una medida de la autoridad administrativa viola el 
derecho humano a la propiedad del quejoso, al ordenar privar de la vida a un animal que le 
pertenece, con el argumento de que tiene una enfermedad que representa un riesgo para la 
salud pública, sin que existan suficientes pruebas que así lo acrediten, el análisis 
correspondiente debe realizarse bajo el principio de progresividad, de acuerdo con el método de 
interpretación conforme previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para concluir que si dicha propiedad la constituye un ser vivo, el Estado no 
puede traspasarla a su arbitrio y disponer el sacrificio de éste como mera medida de prevención, 
sin la debida fundamentación y motivación, ni aun bajo la supuesta salvaguarda de la salud 
humana y del medio ambiente, pues ello implicaría soslayar que el bien directamente afectado es 
la vida de quien no está en capacidad de decidir de manera autónoma su destino. Lo anterior, 
porque el reconocimiento por parte de la especie humana del derecho a la existencia de los 
animales, constituye el fundamento de la coexistencia entre las especies en el mundo y todo acto 
que implica la muerte de un "ser vivo" no puede escapar de la máxima protección del Estado, 
máxime cuando no existe duda científica ni se encuentra plenamente probada y normativamente 
justificada su aplicación en nombre del interés social o para salvaguardar el medio ambiente, 
pues incluso la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley Federal 
de Sanidad Animal, la Ley General de Vida Silvestre y diversas normas oficiales mexicanas 
(como la NOM-059-SEMARNAT-2010, relativa a la protección de flora y fauna silvestres), ni los 
códigos penales y civiles y leyes de protección animal en las entidades federativas establecen la 
destrucción o privación de la vida de animales, plantas, etcétera, sin justificación alguna. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ORDEN DE PRIVACIÓN DE LA VIDA A UN ANIMAL POR REPRESENTAR UN RIESGO PARA 
LA SALUD PÚBLICA. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA, POR NO 
DEMOSTRARSE LA JUSTIFICACIÓN DE LA MEDIDA, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 
23 Y 35 DE LA LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL. 
 
Si bien es cierto que el sacrificio de un animal que se encuentra enfermo o expuesto a una 
enfermedad que represente una amenaza para la salud animal o humana, o para el medio 
ambiente, es una medida obligatoria y extraordinaria ante la inminencia de que ésta se disemine, 
según lo prevén los artículos 23 y 35 de la Ley Federal de Sanidad Animal, también lo es que esa 
decisión sólo estará justificada si se demuestran la enfermedad y sus consecuencias pues, de lo 
contrario, a fin de salvaguardar el derecho humano a la propiedad del dueño del bien 
semoviente, en el amparo promovido contra la orden de privación de la vida a éste por 
representar un riesgo para la salud pública, debe concederse la protección de la Justicia Federal 
para que la autoridad administrativa emita una nueva determinación en la que reconozca que no 
existen la enfermedad ni el peligro que se le atribuyó. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL 
RECURSO DE REVISIÓN, SI LA FORMA EN QUE EL JUEZ DE AMPARO RESOLVIÓ NO 
ESTÁ SUJETA AL ESCRUTINIO DE AQUÉL EN FUNCIÓN DE SU FACULTAD DE VIGILAR 
QUE LOS JUICIOS SE SIGAN CON TODA REGULARIDAD PARA QUE LA ADMINISTRACIÓN 
DE JUSTICIA SEA PRONTA Y EXPEDITA, EN TANTO QUE TAL POTESTAD NO DEBE 
ENTENDERSE DE FORMA TAN AMPLIA QUE PUEDA CONSIDERARSE QUE ESTÉ EN 
APTITUD DE CUESTIONAR LA LEGALIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS BAJO EL AMPARO 
DE SU ENCOMIENDA CONSTITUCIONAL. 
 
En la ejecutoria de la contradicción de tesis 411/2014, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 
17/2017 (10a.), de título y subtítulo: "MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. TIENE LEGITIMACIÓN 
PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE CONCEDE 
EL AMPARO CONTRA UNA ORDEN DE APREHENSIÓN O UN AUTO DE FORMAL PRISIÓN 
POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.", la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación estableció que si bien la fracción IV del artículo 5o. de la Ley de Amparo 
prevé la facultad del Ministerio Público Federal como parte en el juicio de amparo de interponer el 
recurso de revisión, lo cierto es que ello no significa que tenga legitimación para promoverlo en 
todos los casos, sino únicamente cuando sea en defensa de un interés específico propio de su 
representación social encomendado por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como la existencia del interés social, a fin de preservar el orden constitucional. Así, 
un aspecto de interés social es que se lleven a cabalidad, entre otros temas, vigilar que los 
juicios se tramiten con toda regularidad, para que la administración de justicia sea pronta y 
expedita, aspecto en el cual no cabe debatir la aplicación de la norma en la solución de los 
asuntos por el órgano jurisdiccional de amparo, aduciendo velar por la legalidad del 
procedimiento, ya que es propio de las funciones inherentes al Poder Judicial. Por tanto, si el 
Juez de amparo otorga la protección constitucional al quejoso por estimar que la responsable, al 
resolver sobre la revisión de la medida cautelar de prisión preventiva, conforme al artículo quinto 
transitorio del decreto por el que se reforman diversas leyes generales y federales, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, atendió a las formalidades previstas en 
el Código Federal de Procedimientos Penales y no a las del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, dicho proceder no constituye el agravio real que depara la sentencia al Ministerio 
Público Federal, como parte en el juicio de amparo, porque la forma en que el Juez resolvió no 
está sujeta al escrutinio del órgano ministerial en función de su facultad de supervisar que los 
juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita; 
en tanto que tal potestad no debe entenderse de forma tan amplia que pueda considerarse que 
pueda cuestionar la legalidad de los procedimientos bajo el amparo de su encomienda 
constitucional. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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EVALUACIÓN DE UN RIESGO SANITARIO POR EL INGRESO AL PAÍS DE ANIMALES 
ENFERMOS O SOSPECHOSOS DE SER PORTADORES DE ALGUNA ENFERMEDAD. 
LÍMITES DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA EN LA APLICACIÓN DE LA NORMATIVA 
RELATIVA, AL ORDENAR MEDIDAS QUE AFECTEN EL DERECHO HUMANO A LA 
PROPIEDAD. 
 
De acuerdo con la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, los seres 
humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sustentable 
de los Estados y tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza, 
lo cual es acorde con la "Norma Oficial Mexicana NOM-054-ZOO-1996, Establecimiento de 
cuarentenas para animales y sus productos", respecto al ingreso al país de animales enfermos o 
sospechosos de ser portadores de alguna enfermedad, así como con la Ley Federal de Sanidad 
Animal y su reglamento, de cuyo análisis conjunto se advierte que debe procurarse el bienestar 
no sólo de las personas, sino también de los animales; disposiciones de orden público e interés 
social, cuya aplicación para la evaluación de un riesgo sanitario, per se, no se traduce en la 
facultad o permisibilidad a las autoridades administrativas de ordenar, sin observar los principios 
de la debida fundamentación y motivación, medidas que afecten el derecho humano a la 
propiedad de los gobernados, por ejemplo, la privación de la vida de un animal por representar 
un riesgo para la salud pública, pues éstos contraen derechos y obligaciones que, 
implícitamente, se traducen en procurar el bienestar de los bienes semovientes y observar las 
normas que restringen su ingreso a territorio nacional cuando exista la posibilidad de que 
constituyan un riesgo para el medio ambiente y la salud de los seres humanos. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LA MANIFESTACIÓN DEL ACTUARIO 
JUDICIAL DE QUE EXISTÍA IMPOSIBILIDAD PARA EFECTUARLO A LA TERCERO 
INTERESADA, PORQUE EL DOMICILIO (COLONIA) PROPORCIONADO POR LA PARTE 
QUEJOSA NO OBRA EN LA GUÍA CARTOGRÁFICA, ES ILEGAL Y CONTRARIA A LA 
FINALIDAD DE LA FUNCIÓN ACTUARIAL. 
 
El artículo 27, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo establece las reglas que deben cumplirse 
para las notificaciones personales y, por ende, el debido emplazamiento del tercero interesado y 
que garantizan su derecho de audiencia en el juicio. Esa disposición es imperativa en cuanto a 
que tratándose de una notificación personal el actuario "buscará" a la persona que debe ser 
notificada, es decir, que el servidor judicial debe constituirse en el domicilio señalado para 
asentar, primero, la existencia puntual de éste, y después, cumplir con las demás formalidades 
que se señalan, para satisfacer la diligencia respectiva; esta obligación del diligenciario también 
se encuentra prevista en los artículos 310 y 311 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
Ahora bien, dada la trascendencia del acto que despliega el Estado por medio del actuario 
cuando se practica un emplazamiento a juicio, es que se justifica la imposición de la norma en el 
sentido de que el actuario debe constituirse en el domicilio señalado para cerciorarse de su 
existencia y, en su caso, de los datos necesarios que justifiquen su identificación. En la 
actualidad, existen medios impresos y electrónicos que permiten una previa ubicación del 
domicilio; sin embargo, dichos elementos si bien son un apoyo para esa localización, lo cierto es 
que no constituyen un sustituto del apersonamiento que debe realizar el actuario para asegurarse 
de la existencia real del domicilio, pues no debe perderse de vista la trascendencia de la 
actuación judicial (emplazamiento) y de la obligación real correlativa; de ahí que la manifestación 
de la actuaria judicial en el sentido de que existía imposibilidad para emplazar a la tercero 
interesada, porque la colonia en la que se ubica el domicilio proporcionado por la quejosa no 
obra en la guía cartográfica, es ilegal y contraria a la finalidad de la función actuarial, pues omitió 
constituirse en el domicilio señalado para percatarse material y físicamente de su existencia, sin 
que le esté permitido realizar diligencias de "escritorio". 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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DAÑO MORAL. LA LEGITIMACIÓN ACTIVA EN LA CAUSA RECAE EN LA VÍCTIMA DEL 
HECHO ILÍCITO QUE RECIBIÓ LA ATENCIÓN MÉDICA Y RESULTÓ AFECTADA EN SU 
SALUD Y NO EN SUS FAMILIARES PARA DEMANDARLO, SALVO QUE AQUÉLLA 
FALLEZCA Y HAYA INTENTADO LA ACCIÓN EN VIDA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
El daño como afectación a la salud cuando no causa la muerte, debe ser directo, esto es, 
solamente la víctima que es afectada en su salud por un hecho ilícito, es la que tiene legitimación 
en la causa, como titular del derecho a la reparación; con lo cual quedan excluidas las personas 
que conforman su núcleo familiar más próximo, porque el hecho ilícito material y moralmente le 
afecta directamente en lo individual. De modo que, atento al sentido literal y teleológico del 
artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, que 
alude a aspectos de la persona, es solamente el sujeto en quien recae el hecho ilícito producido, 
el que puede decirse afectado o víctima directa y no así personas que, en forma indirecta, 
pueden resentir esa afectación. Ciertamente, al darse el hecho ilícito, como es la atención 
médica negligente brindada a la persona, será el enfermo quien puede alegar el daño moral por 
la deficiencia o culpa en el servicio, pues es quien, en su calidad de paciente, recibió la atención 
mal proporcionada, no así, por ejemplo, sus familiares, porque si bien es cierto que éstos podrían 
verse afectados en alguno de los aspectos mencionados, también lo es que esa afectación se 
produce de manera indirecta, porque no son ellos los que recibieron el servicio médico que 
califican como deficiente. Aunado a lo anterior, como es la forma en que se prestó el servicio 
público lo que, en su caso, genera el hecho ilícito, por no atender a las condiciones normativas o 
a los parámetros establecidos en la ley, en la literatura o protocolos médicos; por consiguiente 
debe tenerse como legitimada a la persona que resultó víctima del hecho ilícito que recibió la 
atención médica, pues sólo así puede examinarse la relación causa efecto entre el hecho ilícito y 
el resultado. Por ello es que el daño moral experimentado por la víctima como persona afectada 
en su salud directamente con el ilícito, es un perjuicio intrínsecamente ligado a su experiencia 
personal, que sólo puede ser reclamado por él y no por alguna otra persona, salvo que la víctima 
del hecho ilícito haya intentado la acción en vida y fallezca pues, en ese caso, conforme al 
artículo citado, la acción de reparación por daño moral no es transmisible a terceros por actos 
entre vivos y sólo pasa a los herederos de las víctimas cuando ésta haya intentado la acción en 
vida, por lo que los familiares de la víctima directa carecen de legitimación para ejercer la acción 
indemnizatoria de forma autónoma e independiente por la afectación que sufrió la víctima; lo cual 
es acorde con la naturaleza del daño moral y la afectación directa a la víctima, por lo que no 
puede legitimarse a una persona que, teniendo la calidad de pariente, no resintió el daño moral 
directamente, porque es evidente que no debe tomarse como un medio generador de riqueza. De 
lo que se advierte que los familiares de la víctima sólo estarán legitimados ante la muerte de 
aquélla y, siempre y cuando la acción la iniciara antes de su defunción. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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CUOTA SOCIAL. SU IMPORTE DEBE ENTREGARSE A LOS BENEFICIARIOS DEL 
TRABAJADOR FALLECIDO, CUANDO NO GOCEN DE UNA PENSIÓN DERIVADA DEL 
SEGURO DE INVALIDEZ Y VIDA. 
 
De conformidad con la exposición de motivos de la iniciativa que incorporó la aportación 
denominada "cuota social", regulada por primera vez en la Ley del Seguro Social, a partir del 1 
de julio de 1997, se advierte que su creación obedeció al propósito de preservar los elementos 
redistributivos y contribuir a que los trabajadores obtengan mejores pensiones, por lo que 
constituye una aportación que el Gobierno Federal deposita mensualmente en la cuenta 
individual de cada trabajador asegurado, que sirve para financiar el monto de sus pensiones. Así, 
de los artículos 159, fracción I, 169, 174 y 193 de la citada ley, se colige que el legislador 
determinó que constituye un derecho de todo trabajador asegurado tener una cuenta individual; 
que los recursos acumulados en ésta son de su propiedad y que, en caso de fallecimiento, de no 
actualizarse los supuestos para que los beneficiarios gocen de una pensión por el seguro de 
invalidez y vida, la Administradora de Fondos para el Retiro deberá entregar el saldo de la cuenta 
individual a éstos, previa autorización del instituto, incluyendo la cuota social. Por consiguiente, si 
la aportación de la cuota social está destinada al financiamiento de las pensiones y desde que se 
deposita en la cuenta individual de cada trabajador es de su propiedad, entonces, si sus 
beneficiarios no tienen derecho a obtener alguna pensión prevista en la Ley del Seguro Social 
por el fallecimiento del trabajador, lo que procede, es entregarles el importe de aquélla, en virtud 
de que ese concepto ya no estaría destinado para el financiamiento de pensión alguna, sobre 
todo porque el legislador dispuso expresamente que los recursos depositados en la cuenta 
individual de cada trabajador pasan a formar parte de su propiedad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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COSTAS. SI AL ACTOR SE LE TIENE POR DESISTIDO DE LA INSTANCIA Y EL JUEZ DEL 
CONOCIMIENTO OMITE PRONUNCIARSE SOBRE SU CONDENA, PROCEDE 
REGULARIZAR EL PROCEDIMIENTO PARA TAL EFECTO A FIN DE SER ACORDE CON EL 
ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 
El último párrafo del artículo citado, dispone que el desistimiento de la instancia, posterior al 
emplazamiento o el de la acción, obligan al que lo hizo a pagar costas y los daños y perjuicios a 
la contraparte, salvo convenio en contrario, sin que de este precepto se advierta el momento en 
que debe pronunciarse sobre dicha condena en costas, esto es, si en el que se tiene por 
desistido al actor, o con posterioridad. Ahora bien, los artículos 84 y 272-G del código adjetivo 
mencionado establecen, el primero, que los Jueces no podrán variar ni modificar sus autos 
después de firmados, pero sí pueden aclarar algún concepto que sea oscuro o impreciso sin 
alterar su esencia, y el segundo, que los Jueces pueden ordenar que se subsane toda omisión 
que notaren en la sustanciación del procedimiento para regularizarlo, con la limitante de que no 
podrán revocar sus propias determinaciones. En ese sentido, si en el proveído que tiene por 
desistida de la instancia a la actora y el Juez del conocimiento es omiso en pronunciarse sobre la 
condena en costas, procede regularizar el procedimiento para tal efecto, a fin de ser acorde con 
el artículo 34 referido, sin que ello implique revocación a sus propias decisiones, por tratarse de 
una omisión, la que no está sujeta a impugnación a través de los recursos ordinarios previstos en 
la ley de la materia, puesto que de los artículos 84 y 272-G señalados, no se advierte que las 
omisiones tengan que impugnarse mediante algún recurso, lo que da pauta para que el quejoso 
estuviera en aptitud de solicitarle al Juez natural que decretara dicha condena, a efecto de no 
dejarlo en estado de indefensión, en virtud de que el artículo 34, establece expresamente dicha 
condena, dado que el proveído que puso fin al juicio, esto es, el que tuvo por desistido de la 
instancia al actor, dejó expedito el derecho del quejoso para solicitarla y el Juez natural podía 
subsanar esta omisión, toda vez que no había prescrito el derecho sustantivo del quejoso al pago 
de costas previsto en el artículo 34 invocado. No obstante lo anterior, debe tenerse presente que 
no cualquier tipo de omisión puede ser sujeto de una regularización del procedimiento porque, 
para ello, hay que atender a la etapa en que éste se encuentre, a fin de no consentir la omisión, 
con el riesgo de que precluya el derecho que pudo ejercitarse. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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COMPETENCIA ECONÓMICA. PARÁMETROS PARA QUE LA COMISIÓN FEDERAL 
RELATIVA CONSTRUYA LA REGULACIÓN PARA CALIBRAR LOS ELEMENTOS 
CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE LA MATERIA ABROGADA, QUE DEBE 
TOMAR EN CUENTA AL INDIVIDUALIZAR LAS MULTAS QUE IMPONGA. 
 
El principio de lex certa, implica que tanto las sanciones como la metodología para aplicarlas 
deben preverse con un grado de precisión que prive al operador jurídico de cualquier veleidad 
creativa, analógica o simplemente desviadora de la letra de la ley. Así, cuando la norma 
habilitante en derecho administrativo sancionador da pauta para muy amplias elecciones del 
operador, la aplicación del principio aludido exige la más completa, adecuada y precisa 
motivación, que puede estar acompañada de la emisión de reglas o principios que, a manera de 
autorregulación, gobiernen la elección, a efecto de reducir márgenes de arbitrio que puedan 
trascender en incertidumbre y contraríen el mandato de tipificación. En efecto, es un tema 
explorado en el derecho regulatorio, que si la delegación de facultades por el legislativo es 
ambigua, abierta o indeterminada, la agencia correspondiente queda facultada, merced a ello, 
para emitir disposiciones conducentes con el fin de acometer sus funciones. En este sentido, 
conviene destacar que la norma habilitante para que la Comisión Federal de Competencia 
Económica lleve a cabo su cometido en el tema de aplicar sanciones, es el artículo 36 de la Ley 
Federal de Competencia Económica abrogada, lo que incluye definir y prever detalladamente, 
cómo calibrar los elementos contenidos en este precepto, a efecto de adjudicar consecuencias 
respecto de todos y cada uno de éstos; sin embargo, como esa disposición no describe algún 
método ni da pautas para conceptualizar, determinar ni concretar cada uno de los factores 
previstos para individualizar las multas que aquélla imponga; ante tal laguna normativa sobre 
reglas o metodología, la solución debe buscarse en invocar y aplicar las mejores prácticas, así 
como referencias estadísticas basadas en un amplio arbitrio, correspondiendo al órgano 
regulador mencionado construir la regulación pertinente para conseguir ese propósito con el 
mayor grado de previsibilidad, a manera de complementar e instrumentar las condiciones de 
motivación. En consecuencia, al ser indiscutible la potestad conferida a la autoridad señalada 
para evitar, reprimir y sancionar severamente y con eficacia las prácticas monopólicas, a la par 
de que no existen lineamientos o un método específico para determinar ni concretar los aspectos 
cualitativos y cuantitativos de las infracciones sancionables, opera la regla que prescribe: a 
menor regulación se confiere mayor discrecionalidad y viceversa. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 
EN TODA LA REPÚBLICA. 
Época: Décima Época  
Registro: 2015651  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
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Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.216 A (10a.)  
 
COMPETENCIA ECONÓMICA. MÁRGENES DE DISCRECIONALIDAD CON QUE CUENTA LA 
COMISIÓN FEDERAL RELATIVA EN LA VALORACIÓN DE ELEMENTOS CONSTITUTIVOS 
DE PRÁCTICAS MONOPÓLICAS QUE INVOLUCREN CONOCIMIENTOS COMPLEJOS O 
ESPECIALIZADOS. 
 
Cuando la ley otorga a las autoridades potestades que conducen al ejercicio de facultades 
discrecionales, les confiere márgenes de elección que no están sujetos tan sólo a referentes 
jurídicos. Esto sucede cuando la decisión que asuman dependa de aplicar conocimientos 
pertenecientes a un campo especializado de la actividad humana para disponer aspectos de 
oportunidad y mérito respecto de cuestiones atinentes a temas técnicos o de política pública. 
Dicho en otras palabras, les concede libertad para determinar, conforme a su criterio, el medio 
que razonablemente sea idóneo, en razón de ser el más efectivo o redituable para alcanzar un fin 
o consecuencia determinada. Así, al no depender exclusivamente de referentes jurídicos, el 
derecho no permite determinar ni ejercer un control estricto respecto a lo decidido; de ahí que, en 
ciertos casos, la enunciación, descripción, interpretación y determinación de elementos fácticos 
o, incluso subjetivos, componentes de infracciones o delitos, pueden requerir el empleo de 
márgenes de discrecionalidad y conocimientos especializados, los cuales deben sujetarse a 
criterios de razonabilidad. Por tanto, en el caso de conductas anticompetitivas, las decisiones de 
la Comisión Federal de Competencia Económica respecto de ciertos elementos de algunas 
infracciones, como gravedad, duración, tamaño del mercado, participación, daño causado, 
antecedentes, indicios de intencionalidad, capacidad económica, entre otros, implican considerar, 
interpretar y calificar determinadas conductas y circunstancias de casos concretos, a la luz de 
principios, teorías e hipótesis que se construyen conforme a valoraciones y apreciaciones 
relativas a máximas de experiencia e información estadística de carácter histórico, conformando 
criterios económicos a partir de una perspectiva de aspectos complejos y técnicos. Es así que la 
valoración de ciertos hechos, como elementos constitutivos de ciertas prácticas monopólicas, 
cuando involucren conocimientos complejos o especializados, goza de márgenes de 
discrecionalidad en los términos indicados, por lo que basta que las decisiones sean razonables 
y pertinentes, de acuerdo con principios, circunstancias, fines y consecuencias buscadas 
mediante la facultad sancionadora, como son los principios de proporcionalidad y disuasión. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 
EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015650  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.217 A (10a.)  
 
COMPETENCIA ECONÓMICA. LA FACULTAD SANCIONADORA DE LA COMISIÓN 
FEDERAL RELATIVA CUANDO SE ACREDITE LA EXISTENCIA DE UNA PRÁCTICA 
MONOPÓLICA ES REGLADA, AUNQUE SUJETA A UN RAZONABLE ARBITRIO PARA 
GRADUAR EL NIVEL O INTENSIDAD DE LA MULTA QUE IMPONGA. 
 
La potestad sancionadora del órgano regulador mencionado cuando se acredite la existencia de 
una práctica monopólica, que incluye individualizar su determinación, es reglada y sujeta a pleno 
control judicial, a partir de una clara explicación y motivación de su ejercicio, ya que admite sólo 
una respuesta jurídica correcta -una multa entre un mínimo y un máximo-, aunque sujeta a un 
cierto arbitrio, para que la autoridad evalúe, conforme a criterios y conocimientos científicos, los 
elementos objetivos de la práctica reprochada y subjetivos del infractor al emitir su decisión; de 
ahí que sea incorrecto sostener que en la individualización de la sanción debe otorgarse un 
grado de discrecionalidad, en tanto que la ley establece la consecuencia jurídica de incurrir en 
una conducta anticompetitiva, esto es, la imposición de una multa que oscila entre un mínimo y 
un máximo, cuyo monto será definido por la autoridad en uso de su arbitrio, lo cual es 
jurídicamente controlable. Por tanto, si bien es cierto que aquélla goza de cierta discrecionalidad 
para determinar algunos elementos de las prácticas monopólicas, dada la aplicación y 
ponderación de conocimientos técnicos, también lo es que la adjudicación de consecuencias 
jurídicas a dicha conducta es reglada, aunque sujeta a un razonable arbitrio para graduar el nivel 
o intensidad de la multa que imponga. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN 
EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015649  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XXI.2o.C.T.13 C (10a.)  
 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE LAS 
CONTROVERSIAS NACIONALES EN QUE DICHO ORGANISMO Y SUS EMPRESAS 
SUBSIDIARIAS SEAN PARTE, CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES DE LA FEDERACIÓN. 
 
Con motivo de la entrada en vigor de la Ley de la Comisión Federal de Electricidad dicho 
organismo se transformó en una empresa productiva del Estado, propiedad exclusiva del 
Gobierno Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que goza de autonomía 
técnica, operativa y de gestión, que tiene por objeto prestar el servicio público de transmisión y 
distribución de energía eléctrica, por cuenta y orden del Estado; de igual forma, en su artículo 
118 se estableció que las controversias nacionales en que sea parte el organismo aludido y sus 
empresas productivas subsidiarias, cualquiera que sea su naturaleza, serán de la competencia 
de los tribunales de la Federación; por tanto, si en el caso, la Comisión Federal de Electricidad 
fue parte en una acción civil de pago de pesos y/o facturas con motivo de los servicios de 
construcción e instalaciones eléctricas, mantenimiento a las subestaciones, líneas, postes y 
cableado de energía eléctrica, propiedad de aquélla, es incuestionable que en esa controversia 
no sólo se afectan los intereses de los particulares, sino también del Gobierno Federal, por ser el 
propietario de esa empresa productiva. De ahí que la competencia para conocer de una 
controversia en la que sea parte la comisión referida, corresponde a los tribunales de la 
Federación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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Registro: 2015648  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
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Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: I.6o.P.90 P (10a.)  
 
AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. CONFORME AL ARTÍCULO 173, APARTADO B, 
DE LA LEY DE AMPARO, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO SÓLO DEBE 
ANALIZAR LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN EL JUICIO ORAL Y REVISADA EN 
APELACIÓN, SINO TAMBIÉN LAS VIOLACIONES PROCESALES DESDE LA DETENCIÓN 
DEL QUEJOSO Y TODOS LOS ASPECTOS DE LAS DIFERENTES ETAPAS DEL 
PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO. 
 
Conforme al precepto mencionado, el estudio del amparo directo no sólo está referido al análisis 
de la sentencia definitiva o la resolución que pone fin al juicio, sino además debe abarcar la 
revisión de las violaciones procesales que se hubiesen cometido desde la detención del quejoso; 
pero también se advierte que el diverso 170, fracción I, último párrafo, la ley de la materia 
establece que el proceso penal acusatorio comienza con la audiencia inicial ante el Juez de 
control, de lo que podría entenderse que las violaciones procesales antes del inicio del 
procedimiento penal no podrían ser analizadas; sin embargo, dada la naturaleza del juicio de 
amparo que tiene como finalidad el estudio de las normas generales, actos u omisiones de 
autoridad que violen los derechos humanos reconocidos en la Constitución Federal y en los 
tratados internacionales, deben estudiarse desde el momento en que el quejoso es detenido y 
puesto a disposición de la autoridad competente. Por otra parte, el artículo 481 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales dispone que el tribunal de apelación, además del estudio de 
la sentencia del juicio oral que fue apelada por las partes, puede hacer valer y reparar de oficio a 
favor del sentenciado, las violaciones a sus derechos fundamentales; lo que es indicativo de que 
pueden analizarse todas aquellas posibles violaciones a sus derechos fundamentales. En este 
sentido, de una interpretación armónica de los preceptos citados y del artículo 75 de la Ley de 
Amparo que establece que el acto reclamado debe ser apreciado tal y como lo hizo la autoridad 
responsable, el quejoso goza de una amplia protección, en términos del artículo 79, fracción III, 
inciso a), de la ley de la materia, lo que conduce a determinar que el estudio del amparo directo 
contra las sentencias definitivas dictadas en el juicio penal acusatorio, no sólo se constriñe al 
análisis de la sentencia dictada en la audiencia del juicio oral y revisada en apelación, sino sobre 
todos los aspectos que convergen en las diferentes etapas del procedimiento penal acusatorio 
para que, en caso de que el Tribunal Colegiado de Circuito aprecie una violación a los derechos 
fundamentales del quejoso, sea reparada por la vía constitucional. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ACCIÓN DE INDEMINIZACIÓN POR DAÑO MORAL. LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS, AL 
ESTABLECER QUE SON VÍCTIMAS INDIRECTAS LOS FAMILIARES O AQUELLAS 
PERSONAS FÍSICAS A CARGO DE LA VÍCTIMA DIRECTA QUE TENGAN UNA RELACIÓN 
INMEDIATA CON ELLA, ES INAPLICABLE PARA RECLAMAR AQUÉLLA. 
 
Dicho ordenamiento no es aplicable en este procedimiento, pues como lo señalan sus 
disposiciones, tienen por supuesto la comisión de un delito o violaciones a sus derechos 
humanos por parte de una autoridad y porque para que la protección a las víctimas proceda, es 
menester que se acredite el daño que sufrieron; luego, si en la especie se estableció que los 
familiares de la víctima carecen de legitimación para demandar en la vía ordinaria civil al médico 
que trató a la actora y el daño moral que señalan les provocó, al no tratarse de un delito, ni de 
una autoridad, y como tampoco son los directamente afectados con el actuar del demandado, ni 
siquiera procede el análisis de la acreditación del daño, por ser inaplicable esa legislación. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015636  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. CLXVII/2017 (10a.)  
 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. EL ARTÍCULO 298, INCISO B), FRACCIÓN IV, 
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
El precepto constitucional citado prohíbe las multas excesivas, lo que implica que debe existir 
una relación entre las posibilidades económicas del infractor, la gravedad de la conducta y la 
sanción procedente. Por su parte, el artículo 298, inciso B), fracción IV, de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión prevé la posibilidad de sancionar con multa por el 
equivalente de 1% hasta 3% del ingreso (acumulable) del infractor, las conductas configuradas a 
partir de lo previsto en la normativa de la materia (ley, reglamentos, disposiciones 
administrativas, planes técnicos fundamentales, concesiones o autorizaciones, o demás 
disposiciones); es decir, conforme a ese precepto legal, tanto las conductas que produzcan una 
afectación grave como las que causen una menor serán sancionadas con el mismo porcentaje de 
multa mínima (1%), lo cual es contrario al artículo 22 de la Constitución Federal, al tratarse del 
rango inferior de la sanción aplicable, el cual resulta excesivo, al permitir que cualquier conducta 
construida a partir de la normativa aplicable sea sancionada con base en la misma proporción 
mínima (1% del ingreso acumulable), sin atender a la conducta en particular y a los efectos que 
ésta produce (frente al bien jurídico protegido), a efecto de imponer una sanción que resulte 
razonable y corresponda con la afectación causada. 
 
SEGUNDA SALA 
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VIOLENCIA SEXUAL CONTRA LA MUJER. REGLAS PARA LA VALORACIÓN DE SU 
TESTIMONIO COMO VÍCTIMA DEL DELITO. 
 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, el Estado debe establecer procedimientos 
legales, justos y eficaces para que las mujeres puedan acceder efectivamente a la justicia, pues 
las mujeres víctimas de violencia, en especial la de tipo sexual, enfrentan barreras 
extraordinarias cuando intentan ejercer este derecho. Por lo tanto, con el objeto de remover esas 
barreras, los testimonios de las víctimas de la totalidad de delitos que involucren actos de 
violencia sexual contra la mujer, deben ser valorados con una perspectiva de género a fin de 
evitar afirmaciones, insinuaciones y alusiones estereotipadas, que generen en el ánimo del 
juzgador una inadecuada valoración que reste credibilidad a la versión de las víctimas. Esas 
reglas de valoración fueron sostenidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al 
resolver los casos Fernández Ortega y Rosendo Cantú y por el Pleno de esta Suprema Corte en 
la tesis P. XXIII/2015 de rubro: "TORTURA EN SU VERTIENTE DE VIOLACIÓN SEXUAL. EL 
ANÁLISIS PROBATORIO RELATIVO DEBE REALIZARSE CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.", 
las cuales deben ser observadas por las personas impartidoras de justicia en este tipo de casos, 
que incluyen, al menos, los siguientes elementos: a) se debe considerar que los delitos sexuales 
son un tipo de agresión que, en general, se producen en ausencia de otras personas más allá de 
la víctima y la persona o personas agresoras, por lo que requieren medios de prueba distintos de 
otras conductas. En razón de lo anterior no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o 
documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el 
hecho. Asimismo, al analizar la declaración de la víctima se debe tomar en cuenta que las 
agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que la víctima no suele denunciar por el 
estigma que dicha denuncia conlleva usualmente; b) se debe tener en cuenta la naturaleza 
traumática de los actos de violencia sexual. En razón de ello se debe entender que es usual que 
el recuento de los hechos pueda presentar algunas inconsistencias o variaciones en cada 
oportunidad que se solicita realizarlo; c) Se deben tomar en cuenta algunos elementos subjetivos 
de la víctima, como su edad, condición social, pertenencia a un grupo vulnerable o 
históricamente discriminado, entre otros; d) se debe analizar la declaración de la víctima en 
conjunto con otros elementos de convicción, recordando que la misma es la prueba fundamental. 
Entre esos otros elementos se pueden encontrar dictámenes médicos psiquiátricos, testimonios, 
examinaciones médicas, pruebas circunstanciales, indicios y presunciones; y e) las pruebas 
circunstanciales, indicios y presunciones, deben ser utilizadas como medios de prueba siempre 
que de ellos puedan inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos. 
 
PRIMERA SALA 
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VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
El precepto citado, al exentar del impuesto al valor agregado por el servicio de transporte público 
terrestre de personas que se preste exclusivamente en áreas urbanas, suburbanas o en zonas 
metropolitanas, sin incluir a la prestación de ese servicio en áreas foráneas, no viola el principio 
de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque del proceso legislativo que le dio origen se advierten 
circunstancias objetivas y razonables que justifican el otorgamiento del trato diferenciado, ya que 
se buscó proteger a quienes utilizan el transporte público de forma ordinaria para trasladarse a 
los centros de trabajo o escuelas, con el fin de no afectar el presupuesto de las personas con 
menores ingresos; es decir, el legislador justificó la medida con base en el mayor porcentaje del 
gasto corriente que utilizan en transporte público las personas con menores ingresos con relación 
al porcentaje de gasto que en el mismo rubro realizan quienes tienen más ingresos, lo cual refleja 
lo razonable y justificado de la exención otorgada a la prestación del servicio de transporte 
público terrestre de personas referido, para lograr el fin buscado. 
 
PRIMERA SALA 
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RENTA. LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN X, Y NOVENO TRANSITORIO, FRACCIÓN XXII, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE PARA DOS MIL CATORCE, QUE REGULAN A 
LAS INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA, NO TRANSGREDEN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE LIBERTAD DE ASOCIACIÓN. 
 
En los artículos mencionados se establece que las sociedades y asociaciones de carácter civil 
que se dediquen a la enseñanza se tendrán por "no contribuyentes", siempre y cuando sean 
consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos; y de no contar con esa 
calidad, tributarán en términos de lo previsto en el Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
y cumplirán con las obligaciones que de éste emanan. Conforme a ello las referidas normas no 
limitan el derecho de los causantes de asociarse para crear asociaciones, sociedades o centros 
que se dediquen a la enseñanza, pues no se aprecia alguna limitante que les restrinja a las 
personas la creación de una entidad o varias entidades con personalidad jurídica propia, cuyo 
objeto y finalidad lícita sea de libre elección; pues los artículos reclamados sólo precisan bajo qué 
régimen fiscal en materia de impuesto sobre la renta las instituciones de enseñanza van a 
tributar, aspecto que se hace a partir de la libertad configurativa de los sistemas impositivos 
necesarios para satisfacer el gasto público, esto es, la condición establecida en las normas 
reclamadas no se traduce en una restricción a favor de los sujetos de crear asociaciones o 
sociedades para la realización de un fin lícito, como podría ser la enseñanza, por tanto, no 
vulneran el derecho de libre asociación previsto en el artículo 9o. constitucional. 
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RENTA. LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN X, Y NOVENO TRANSITORIO, FRACCIÓN XXII, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE PARA DOS MIL CATORCE, QUE REGULAN A 
LAS INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA, NO TRANSGREDEN EL DERECHO FUNDAMENTAL 
AL TRABAJO. 
 
Los preceptos de referencia exigen a las instituciones de enseñanza que, para ser consideradas 
"no contribuyentes", deben ser instituciones autorizadas para recibir donativos y, en esa medida, 
cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 82 de la citada ley. Ahora bien, esa 
condicionante se determinó con el fin de limitar el beneficio a las instituciones que tiene como 
único servicio la enseñanza, excluyendo a las que también realizan otras actividades como son la 
venta de libros de texto, cuadernos, uniformes o actividades recreativas extraescolares, que son 
estrictamente empresariales. Por tanto, los preceptos reclamados sólo definen en qué Título de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta deben tributar las sociedades o asociaciones civiles 
dedicadas a la enseñanza, tomando en cuenta si son instituciones autorizadas para recibir 
donativos, en atención a que sólo prestan el servicio de enseñanza, o efectúan otras actividades 
que pueden calificarse de empresariales. Sin que obste a lo anterior, que las instituciones de 
enseñanza cuenten con la autorización correspondiente otorgada por la Secretaría de Educación 
respectiva, en términos de lo previsto en el artículo 3o. constitucional, toda vez que el requisito 
establecido en la fracción X del citado artículo 79, no es para que los contribuyentes puedan o no 
prestar el servicio de enseñanza, sino para definir bajo qué régimen fiscal van a tributar, sin que 
ello interfiera con su libertad de dedicarse a cualquier actividad, como es la de enseñanza. 
Consecuentemente, la delimitación prevista en los artículos 79, fracción X, y noveno transitorio, 
fracción XXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no tiene como efecto restringir la libertad de 
trabajo, industria y comercio de los causantes y por ende, no contravienen el artículo 5o. 
constitucional. 
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RENTA. LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN X, Y NOVENO TRANSITORIO, FRACCIÓN XXII, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE PARA DOS MIL CATORCE, NO PUEDEN 
ANALIZARSE A LA LUZ DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN. 
 
El contenido mínimo del derecho a la educación obligatoria (básica y media superior), es la 
provisión del entrenamiento intelectual necesario para dotar de autonomía a las personas y 
habilitarlas como miembros de una sociedad democrática; además, que es un bien básico 
indispensable para la formación de autonomía personal y, por ende, para ejercer el derecho al 
libre desarrollo de la personalidad, de aquí su carácter de derecho humano. Ahora bien, los 
artículos 79, fracción X, y noveno transitorio, fracción XXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
para dos mil catorce establecen que las sociedades o asociaciones de carácter civil que se 
dediquen a la enseñanza serán consideradas como "no contribuyentes" del impuesto sobre la 
renta siempre que sean instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en términos 
de la citada ley, por lo que, cuando no cuenten con la citada autorización se considerarán sujetos 
de impuesto, ya que ese tipo de instituciones no sólo están realizando la actividad por la que se 
pretende conceder el beneficio de tributar en el Título III de la citada ley (de los no 
contribuyentes), sino que además están efectuando operaciones que se ubican como actividades 
empresariales. En tales términos los referidos artículos no pueden analizarse a la luz del derecho 
fundamental a la educación, pues su contenido no guarda relación con ese derecho fundamental, 
esto es, no persigue limitar la enseñanza, o bien, tener alguna repercusión con los sistemas, 
planes, límites o beneficios constitucionalmente reconocidos en el tema educativo; pues el único 
fin que persiguen las normas reclamadas es establecer la forma en que deben tributar las 
sociedades o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la enseñanza, cuando éstas 
realicen también actividades que se catalogan como empresariales, que no forman parte de ese 
objetivo primordial de enseñanza. Sin que baste que el sujeto guarde relación con el sistema 
educativo mexicano para considerar que las normas en cuestión deban analizarse a la luz del 
derecho a la educación, ya que el contenido de este derecho va más allá de los sujetos que 
imparten la enseñanza, por lo que el régimen fiscal que sobre ellos debe recaer no es un aspecto 
que impacte directa o indirectamente en el derecho a la educación, como constitucionalmente ha 
sido concebido. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 39, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
ESTABLECE QUE NO SE DARÁN EFECTOS FISCALES A LA REVALUACIÓN DE LOS 
INVENTARIOS O DEL COSTO DE LO VENDIDO, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
El artículo citado transgrede el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque en el caso de 
contribuyentes que enajenen mercancías adquiridas o producidas en un ejercicio distinto al de su 
venta, el hecho de no reconocer el efecto inflacionario en la valuación de los inventarios o del 
costo de lo vendido provoca que la renta gravable se determine de una forma que no resulta 
acorde a la capacidad contributiva de aquéllos, ya que, al no tomar en cuenta los efectos 
inflacionarios en el valor de adquisición de los inventarios o del costo de lo vendido el fenómeno 
inflacionario puede tener un impacto negativo en los valores registrados en la contabilidad de las 
personas morales, que al verse disminuidos provoca la determinación de una utilidad mayor a la 
generada en términos reales, que son los que la legislación fiscal estima relevantes para medir la 
capacidad contributiva cuando se considera un periodo mayor al de un ejercicio fiscal. 
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LIBRE COMPETENCIA Y CONCURRENCIA DE LOS MERCADOS. APLICACIÓN DE DICHOS 
PRINCIPIOS EN MATERIA TRIBUTARIA. 
 
El artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos define la 
competitividad como el conjunto de condiciones necesarias para generar un mayor crecimiento 
económico, promoviendo la inversión y la generación de empleo, lo cual, de conformidad con el 
propio artículo, se genera a través del control de los sectores estratégicos, la regulación del 
sector privado, la contratación de las empresas del Estado y la participación en el sector social. 
En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al analizar los principios 
de libre competencia y concurrencia de los mercados, ha señalado que éstos no otorgan 
derechos al gobernado para obligar a las autoridades a adoptar determinadas medidas o seguir 
direcciones establecidas. Así, en materia tributaria, este criterio es más rígido, pues si bien las 
contribuciones pueden servir como instrumentos de política financiera, lo cierto es que los 
factores que inciden en la competitividad económica son diversos y dinámicos para obligar al 
legislador al establecimiento de un mecanismo tributario específico. 
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LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 8o., FRACCIÓN XXIV, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE 
TIPICIDAD Y RESERVA DE LEY. 
 
El Pleno de este alto tribunal sustentó en la jurisprudencia P./J. 100/2006, (1) que el principio de 
tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en 
materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y 
precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. A su vez, el precepto de 
referencia establece como una obligación de todo servidor público, abstenerse de cualquier acto 
u omisión que implique incumplir cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa, 
relacionada con el servicio público, y precisa que la eventual inobservancia de dicha obligación 
constituye una infracción que dará lugar al procedimiento y a las sanciones correspondientes. 
Dicha disposición no vulnera los principios de tipicidad, ni reserva de ley, pues constituye una 
norma formal y materialmente legislativa que, con un grado de certeza y concreción 
constitucionalmente exigibles, establece el núcleo básico de las conductas infractoras. Cierto es 
que estas últimas requieren, para su delimitación, acudir a otras normas (legales, administrativas 
o reglamentarias) para conocer si, efectivamente, un servidor público ha incurrido en la conducta 
infractora. Sin embargo, tal remisión se encuentra acotada a que las normas respectivas estén 
relacionadas con el servicio público y, en todo caso, es el propio precepto -formal y 
materialmente legislativo- el que contiene el núcleo esencial que motiva la infracción, a saber, no 
abstenerse de llevar a cabo acciones u omisiones que conlleven el incumplimiento de las 
disposiciones relacionadas con el servicio público. Por tanto, el servidor público tiene certeza 
sobre las conductas que tiene prohibido llevar a cabo de acuerdo a su función, cargo, puesto o 
comisión, y se impide a la autoridad sancionadora incurrir en arbitrariedad, al no ser ella quien 
define la conducta ilícita. 
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INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN X, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA, NO PUEDE ANALIZARSE A LA LUZ DE ESE PRINCIPIO. 
 
El interés superior del menor, en el ámbito jurisdiccional, es un principio orientador de la actividad 
interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que tenga que aplicarse a un menor en un 
caso concreto o que pueda afectar sus intereses. Ahora bien, el artículo 79, fracción X, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, que establece que no son contribuyentes del impuesto las 
sociedades o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la enseñanza, con autorización o 
con reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de 
Educación, así como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea 
la enseñanza, siempre que sean consideradas como instituciones autorizadas para recibir 
donativos deducibles en términos de la propia ley, no es una norma que pueda aplicarse a un 
menor en un caso concreto ni afecta sus intereses, ya que sólo vincula a las sociedades o 
asociaciones civiles dedicadas a la enseñanza, en tanto que las sujeta a contar con autorización 
para recibir donativos deducibles, para ser consideradas como no contribuyentes del impuesto 
sobre la renta. Consecuentemente, el artículo 79 referido, al no estar dirigido a los menores de 
edad, no puede analizarse a la luz del principio de interés superior del menor, pues no es un 
precepto que exija una interpretación sistemática que deba tener como principio orientador los 
deberes de protección de los menores y los derechos especiales de éstos, ya que sólo se refiere 
a la forma en que tributarán las sociedades o asociaciones civiles dedicadas a la enseñanza. 
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INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA. LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN X, Y NOVENO 
TRANSITORIO, FRACCIÓN XXII, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA PARA DOS 
MIL CATORCE, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SU VERTIENTE DE 
MOTIVACIÓN LEGISLATIVA. 
 
Es criterio de este Alto Tribunal que las garantías de fundamentación y motivación tratándose de 
leyes se satisfacen cuando el legislador actúa dentro de los límites de las atribuciones que la 
Constitución correspondiente le confiere (fundamentación), y cuando las leyes que emite se 
refieren a relaciones sociales que reclaman ser jurídicamente reguladas (motivación). Al efecto, 
la motivación de los actos legislativos puede ser de dos tipos: reforzada y ordinaria. La reforzada, 
se actualiza cuando se emiten ciertos actos o normas en los que puede llegarse a afectar algún 
derecho fundamental u otro bien relevante desde el punto de vista constitucional, y tratándose de 
las reformas legislativas esa exigencia se despliega cuando se detecta alguna "categoría 
sospechosa"; mientras que la ordinaria se presenta cuando no está en juego alguna de esas 
categorías, es decir, cuando el acto o la norma de que se trate no tiene que pasar por una 
ponderación específica de las circunstancias concretas del caso porque no subyace algún tipo de 
riesgo de merma de algún derecho fundamental o bien constitucionalmente análogo. En cuanto a 
las normas referidas si bien el legislador no expresó durante el proceso de su creación la 
información relativa a: i) por qué decidió dar un tratamiento desigual a las instituciones de 
enseñanza, a partir de la "autorización para recibir donativos deducibles"; ii) por qué las 
instituciones de enseñanza que a partir de dos mil catorce no contaran con la citada autorización 
cambiarían de régimen fiscal; y, iii) la forma en que impacta en el sistema educativo nacional que 
se consideren a ciertas instituciones de enseñanza como sujetos del Título II de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta; ello no transgrede el principio de legalidad, en su vertiente de 
motivación legislativa, pues los órganos que intervinieron en la creación de esas normas sí 
determinaron que, para evitar un uso abusivo del beneficio que constituye encontrarse en el 
Título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como que la autoridad fiscal tuviera control de 
los ingresos que las instituciones de enseñanza obtenían, se estableciera que para gozar del 
citado beneficio se considerarán instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles. Al 
efecto, en atención al escrutinio laxo que debe hacerse de las normas fiscales, la medida 
adoptada por el legislador es constitucionalmente válida e idónea para cumplir con la finalidad 
que se persigue y mínimamente proporcional, pues con las normas reclamadas se pretende que 
las sociedades o asociaciones que tengan ingresos por actividades distintas de la enseñanza, 
contribuyan al gasto público. Esto es, las referidas normas se encuentran suficientemente 
motivadas para no transgredir el principio de legalidad, en su vertiente de motivación legislativa, 
en tanto que la medida utilizada por el legislador es razonablemente proporcional para la 
finalidad que perseguía con su establecimiento. 
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INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA. LAS QUE NO CUENTEN CON AUTORIZACIÓN PARA 
RECIBIR DONATIVOS DEDUCIBLES Y TENGAN QUE TRIBUTAR EN EL RÉGIMEN 
GENERAL DE LAS PERSONAS MORALES DURANTE EL EJERCICIO FISCAL DE 2014, 
DEBEN EFECTUAR PAGOS PROVISIONALES HASTA EL SEGUNDO EJERCICIO FISCAL 
QUE TRIBUTEN EN ESE RÉGIMEN. 
 
De la interpretación sistemática del artículo noveno transitorio, fracción XXII, en relación con el 
numeral 14, ambos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se colige que las instituciones de 
enseñanza que no cuenten con autorización para recibir donativos deducibles en términos de la 
ley relativa, y que con anterioridad tributaban en el "régimen de las personas morales con fines 
no lucrativos", deberán cumplir con las obligaciones fiscales establecidas en su título II 
denominado "De las personas morales", entre las que destaca la presentación de pagos 
provisionales. En ese sentido, aun cuando en el ejercicio fiscal de 2014 no tendrían coeficiente 
de utilidad conforme al artículo 14 citado, las personas morales que comienzan a tributar en el 
régimen general, en el primer ejercicio fiscal no presentarán pagos provisionales, sino que 
tendrán que hacerlo hasta el segundo; en tanto que la fracción I de ese numeral dispone que, 
tratándose de este último, el primer pago provisional comprenderá el primero, el segundo y el 
tercer mes del ejercicio, y se considerará el coeficiente de utilidad fiscal del primer ejercicio, aun 
cuando no hubiera sido de doce meses. Consecuentemente, las instituciones de enseñanza que 
no cuenten con autorización para recibir donativos deducibles y tengan que tributar en el régimen 
general "De las personas morales", previsto en dicho título, durante el ejercicio fiscal de 2014 no 
efectuarán pagos provisionales, sino que deberán hacerlo hasta el segundo ejercicio que tributen 
en dicho régimen. 
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INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS 
DEDUCIBLES. EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN X, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS, EN SU VERTIENTE DE NO 
REGRESIVIDAD. 
 
El precepto citado, al establecer que no son contribuyentes del impuesto sobre la renta las 
sociedades o asociaciones de carácter civil dedicadas a la enseñanza, con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así 
como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza, 
siempre que se consideren como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en 
términos de la propia ley, no transgrede el principio de progresividad de los derechos humanos, 
en su vertiente de no regresividad, pues no afecta algún derecho adquirido por los causantes, ya 
que ese tipo de contribuyentes no adquirieron el derecho a tributar en un determinado régimen 
para siempre, es decir, que en todo momento deba considerárseles como "no contribuyentes" del 
impuesto sobre la renta; además, porque la norma anterior que regía su actuación (artículo 95, 
fracción X) así lo consideraba hasta antes de la entrada en vigor de la legislación actual, máxime 
si se considera que del proceso legislativo se advierte que la reforma de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta relativa a las instituciones privadas de enseñanza, no tiene como efecto dejar de 
apoyarlas en cuanto a su actividad educativa, sino lo que persigue es que no abusen de su 
condición de "no contribuyentes" y reciban ingresos provenientes de otras fuentes que, 
propiamente, constituyen actividades empresariales. 
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INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS 
DEDUCIBLES. EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN X, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY A LA LUZ DE LA TEORÍA DE LOS DERECHOS 
ADQUIRIDOS. 
 
El precepto citado, al establecer que no son contribuyentes del impuesto sobre la renta las 
sociedades o asociaciones de carácter civil dedicadas a la enseñanza, con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así 
como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza, 
siempre que se consideren como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en 
términos de la propia ley, no vulnera el principio de irretroactividad de la ley a la luz de la teoría 
de los derechos adquiridos, pues dicho artículo no pretende regular situaciones acaecidas en 
ejercicios anteriores a su entrada en vigor, aun cuando antes de 2014 no se requería que las 
instituciones de enseñanza tuvieran que ser consideradas como autorizadas para recibir 
donativos. Así, el hecho de que antes de la citada norma las sociedades o asociaciones 
dedicadas a la enseñanza hubieran sido no contribuyentes no significa que hubieran adquirido un 
derecho para ser consideradas como no contribuyentes por siempre, ya que en materia tributaria 
no se incorpora al patrimonio de los causantes el tributar bajo un mismo régimen fiscal 
determinado. 
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INGRESOS POR ENAJENACIONES A PLAZOS Y POR ARRENDAMIENTO FINANCIERO. 
MOMENTO EN QUE SE OBTIENEN PARA EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
 
La enajenación a plazos es una modalidad del contrato de compraventa; en esa virtud, atento a 
la naturaleza de ese acto jurídico el ingreso gravado por la Ley del Impuesto sobre la Renta, se 
genera desde el momento en que los contratantes han convenido sobre la cosa y su precio, 
aunque la primera no se haya entregado ni el segundo satisfecho; esto es, en este supuesto el 
tributo se causa en el momento en que los contratantes llegan a un acuerdo sobre el precio y la 
cosa, pues basta que se actualice la transmisión de propiedad para que el vendedor vea 
modificado positivamente su patrimonio, toda vez que contará con un derecho de crédito que le 
permitirá cobrar el precio pactado. En tanto que en el arrendamiento financiero, el arrendador se 
obliga a adquirir determinados bienes y a conceder su uso o goce temporal, a plazo forzoso; 
mientras que el arrendatario se obliga a pagar una contraprestación que se liquidará en pagos 
parciales, así como a adoptar al vencimiento del contrato, alguna de las siguientes opciones: i) la 
compra de los bienes a un precio inferior a su valor de adquisición; ii) a prorrogar el plazo para 
continuar con el uso o goce temporal, pagando una renta inferior a los pagos periódicos que 
venía haciendo; y, iii) a participar con el arrendador en el precio de la venta de los bienes a un 
tercero. Así, en este último caso lo que genera el ingreso no es la traslación de propiedad, sino el 
otorgamiento del uso o goce temporal del bien; cuestión distinta es que al término del 
arrendamiento pueda optarse por la adquisición del bien arrendado ya que es una situación 
contingente que no afecta en la generación primigenia de los ingresos, pues se opte o no por 
adquirir el bien arrendado, lo que genera el ingreso es el otorgamiento previo de su uso o goce 
temporal. 
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HOSTIGAMIENTO SEXUAL. CONSTITUYE UNA FORMA DE VIOLENCIA CONTRA LA 
MUJER. 
 
A la luz del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, reconocido en el artículo 3 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, el 
hostigamiento sexual constituye una forma de violencia contra la mujer, pues del artículo 259 bis 
del Código Penal Federal y de los criterios sostenidos por el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, se advierte que dicho hostigamiento conforma una conducta de 
tono sexual que, aun cuando puede no incluir algún contacto físico, atenta contra la libertad, 
dignidad e integridad física y psicológica de las mujeres al ser una expresión de abuso de poder 
que implica la supremacía masculina sobre éstas, al denigrarlas y concebirlas como objetos. 
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HOMOLOGACIÓN DE SENTENCIA EXTRANJERA. NO PROCEDE SI SOBREVIENE UNA 
RESOLUCIÓN DE UN TRIBUNAL MEXICANO QUE IMPIDA SU EJECUCIÓN. 
 
En virtud de que la finalidad del procedimiento de homologación de sentencia extranjera o 
exequátur es determinar si a dicho fallo pueden concedérsele efectos ejecutivos en el territorio 
nacional, como si hubiera sido emitido por los tribunales nacionales, cuando sobrevenga una 
sentencia dictada por un tribunal mexicano que implique la imposibilidad de ejecutar lo resuelto 
por el extranjero, debe negarse eficacia ejecutiva a la resolución de este último. Lo anterior es 
así, pues en términos del artículo 605 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, en ese supuesto cabe aplicar las reglas procesales 
sobre la eficacia ejecutiva de las sentencias conforme a las cuales, el Derecho toma en cuenta 
supuestos que tienen lugar en la realidad en que, aun cuando se ha dictado sentencia 
ejecutoriada donde se reconocen ciertos derechos y se ordena ejecutarlos, dicha condena no 
puede cumplirse, y normalmente lo hace mediante la previsión de las excepciones que pueden 
oponerse contra la solicitud de ejecución de una sentencia, las cuales tienen como nota común 
fundarse en hechos posteriores y estar apoyadas en prueba documental o confesional, es decir, 
debe tratarse de hechos que sobrevienen después y que pueden representar un obstáculo para 
la ejecución, así como estar debidamente sustentados en prueba suficiente; condiciones que se 
cumplen en el supuesto mencionado, en que debe negarse la homologación de la sentencia 
extranjera, ante la imposibilidad de su ejecución. 
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HOMOLOGACIÓN DE SENTENCIA EXTRANJERA. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 606, 
FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 
El precepto citado prevé que las sentencias, laudos y resoluciones dictados en el extranjero 
podrán tener fuerza de ejecución, si se cumple con la condición de que la acción que les dio 
origen no sea materia de juicio que esté pendiente entre las mismas partes ante tribunales 
mexicanos y en el cual hubiere prevenido el tribunal mexicano o cuando menos que el exhorto o 
la carta rogatoria para emplazar hubiere sido tramitado y entregado a la Secretaría de Relaciones 
Exteriores o a las autoridades del Estado donde deba practicarse el emplazamiento, y que la 
misma regla se aplicará cuando se hubiera dictado sentencia definitiva. Ahora bien, su 
interpretación gramatical y sistemática conduce a determinar que debe negarse la homologación 
de una sentencia extranjera cuando, antes que el tribunal extranjero, el mexicano hubiere 
prevenido en el conocimiento del asunto sobre la propia acción y entre las mismas partes, o 
donde al menos el exhorto o carta rogatoria para emplazar ya se haya tramitado y entregado a la 
secretaría referida o a las autoridades del Estado donde deba hacerse el emplazamiento, ya sea 
que el juicio ante los tribunales mexicanos esté pendiente o ya resuelto con sentencia definitiva. 
Lo anterior es así, pues la aplicación del precepto citado supone que tanto el Juez mexicano 
como el extranjero puedan llegar a ser competentes para conocer del mismo litigio, pero se 
privilegia el conocimiento del asunto por el tribunal mexicano cuando éste previno en su 
conocimiento, lo cual ocurre con la realización del emplazamiento, o bien, si al menos ya se ha 
tramitado y entregado a las autoridades correspondientes el exhorto o carta rogatoria para 
emplazar. En cambio, la citada condición es inaplicable para verificar la prevención en el 
conocimiento, cuando ante los tribunales mexicanos se siga o se haya seguido algún juicio entre 
las mismas partes pero sobre distinta acción o causa de pedir, porque en ese caso se trata de 
litigios diferentes donde, por tanto, no puede haber concurrencia en la competencia del tribunal 
extranjero y del nacional. 
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FIRMA ELECTRÓNICA. SU REGULACIÓN DEBE SER UNIFORME PARA LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y PARA EL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL. 
 
De los considerandos quinto y séptimo del Acuerdo General Conjunto 1/2015 de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, deriva que el Alto Tribunal 
y el propio Consejo, en el ámbito de sus competencias, deben emitir las disposiciones generales 
que sienten las bases para el uso eficaz y eficiente de las tecnologías de la información 
disponibles para que toda persona obtenga justicia de forma pronta, completa e imparcial, 
aprovechando la experiencia obtenida en los últimos años, de la Ley de Amparo y el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, para generar certeza a las partes dentro de los juicios de 
amparo y los juicios de oralidad penal sobre los mecanismos para acceder a los expedientes 
electrónicos y carpetas digitales. Para ello, la firma electrónica (FIREL) que establezca el Poder 
Judicial de la Federación será el medio de ingreso al Sistema Electrónico de dicho organismo, 
como opción para enviar y recibir promociones y demandas, así como notificaciones oficiales, y 
consultar los acuerdos respectivos. De ahí que la regulación que rija a la firma electrónica, debe 
ser uniforme para la Suprema Corte de Justicia de la Nación y para el Consejo de la Judicatura 
Federal, para generar mayor certeza a los justiciables en el uso de los recursos públicos 
asignados. 
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EXPEDIENTE ELECTRÓNICO INTEGRADO POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN. ASPECTOS ESENCIALES PARA SU ACCESO. 
 
En los artículos 18, párrafos primero, tercero y último, así como 21, párrafos primero y tercero, 
del Acuerdo General Conjunto 1/2015 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y Consejo de 
la Judicatura Federal, se establecen los siguientes aspectos esenciales para obtener el acceso al 
expediente electrónico: a) Solicitud presentada por alguna de las partes en el juicio de amparo, 
por sí o por conducto de sus representantes legales, en ningún caso por sus autorizados en 
términos de lo previsto en el artículo 12 de la Ley de Amparo, para lo cual deberán proporcionar 
su Clave Única de Registro de Población y la del tercero en relación con el cual se solicita la 
autorización correspondiente; b) la referida petición se acordará favorable siempre que 
previamente se verifique si el autorizante cuenta con la capacidad procesal necesaria, y que 
tanto éste como las personas respecto de las cuales se solicita la autorización para ingresar al 
expediente electrónico, tengan en el Sistema Electrónico de este alto tribunal, la Firma 
Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) o diversa firma electrónica 
utilizada para los efectos de lo previsto en el párrafo quinto del artículo 3 de la Ley de Amparo, 
con la condición, de que la firma en relación con la cual se otorgue la autorización 
correspondiente, se encuentre vigente al momento de pretender ingresar al expediente de que se 
trate; c) la autorización o la revocación de dicha solicitud, únicamente surtirá efectos en el o en 
los expedientes respecto de los cuales se formula, sin que lo actuado en los expedientes 
principales de los juzgados de distrito y tribunales de circuito trascienda a los expedientes 
integrados ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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ENAJENACIÓN A PLAZOS. LA DISPONIBILIDAD DEL PRECIO PACTADO EN EL 
CONTRATO RELATIVO NO ES UN COMPONENTE INDISPENSABLE EN LA GENERACIÓN 
DEL INGRESO DEL CONTRIBUYENTE. 
 
En un contrato de enajenación a plazos el elemento relativo a la disponibilidad del precio total 
pactado, no es un componente indispensable en la generación del ingreso, pues las entradas en 
efectivo no son las que necesariamente producen una modificación en el patrimonio del 
contribuyente. Así, conforme a las reglas que rigen dicho contrato, basta que las partes acuerden 
el precio y la cosa, para que el vendedor obtenga el derecho de recibir el precio y el comprador la 
cosa, y que el patrimonio de ambos se modifique; consecuentemente, de la modificación positiva 
del patrimonio surge la potencialidad de contribuir al gasto público. En tal virtud, resulta 
irrelevante si al momento en que se modifica a favor de un sujeto su patrimonio, éste puede o no 
disponer en efectivo de las cantidades monetarias pactadas como precio total en el contrato, ya 
que la potencialidad real de contribuir al gasto público, tratándose del contrato de enajenación 
referido, no tiene justificación en la obtención del ingreso en la forma de dinero en efectivo, sino 
que dicha potencialidad proviene del momento en que el contribuyente registra un aumento 
positivo en su patrimonio, lo cual se actualiza al pactarse sobre el precio y la cosa, pues a partir 
de ahí, el sujeto pasivo cuenta con un derecho de crédito. 
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ENAJENACIÓN A PLAZOS. EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, QUE LA REGULA COMO INGRESO GRAVABLE, NO TRANSGREDE EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2014). 
 
En el contrato de enajenación a plazos el solo acuerdo sobre la transmisión de propiedad de una 
cosa y el precio de ésta, es suficiente para generar el ingreso, actualizando así el hecho 
imponible, siendo innecesaria la entrega inmediata del bien y del precio. En tanto en el 
arrendamiento financiero no es indispensable, para la generación del ingreso, que se traslade la 
propiedad de una cosa, sino que se otorgue el uso o goce temporal del bien. Conforme a lo 
anterior, la enajenación a plazos y el arrendamiento financiero proceden de dos hipótesis de 
causación distintas, en tanto los ingresos que se gravan por la celebración de esos actos se 
generan a partir de actos jurídicos distintos, siendo que en el primer caso la transmisión de 
propiedad es condición indispensable para generar el ingreso, en tanto que en el segundo 
supuesto la generación del ingreso se circunscribe al otorgamiento del uso o goce temporal de 
una cosa. Así, toda vez que la enajenación a plazos y el arrendamiento financiero son actos 
jurídicos distintos, es evidente que las reglas bajo las cuales generan de un ingreso gravable son 
diferentes, dando como resultado que el patrimonio se aumente en momentos diversos. Por 
tanto, los sujetos a que se refiere artículo 17, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
no se encuentran en circunstancias comparables con los del arrendamiento financiero, por lo que 
dicha norma no transgrede el principio de equidad tributaria al darles un trato diferenciado, en 
tanto que los momentos para la acumulación de los ingresos que se obtienen son distintos. 
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ENAJENACIÓN A PLAZOS. EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
Con la reforma al artículo citado, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
diciembre de 2013, el legislador dotó de congruencia a las normas fiscales en relación con las 
reglas que rigen el contrato de compraventa, sin alterar los elementos que revelan la existencia 
de la capacidad contributiva, pues con o sin la disponibilidad de cantidades en efectivo, la sola 
celebración de un contrato de enajenación a plazos genera un ingreso, concepto que sí es 
relevante en la determinación de la posibilidad de contribuir a los gastos públicos. En esos 
términos, el artículo 17, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al establecer que en el 
caso de enajenaciones a plazo en los términos del Código Fiscal de la Federación, los 
contribuyentes considerarán como ingreso obtenido en el ejercicio el total del precio pactado, no 
vulnera el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al atender al momento en que se genera 
un incremento positivo del patrimonio del contribuyente. 
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DERECHOS POR USO O APROVECHAMIENTO DE CUERPOS RECEPTORES DE LAS 
DESCARGAS DE AGUAS RESIDUALES. EL ARTÍCULO 277-B DE LA LEY FEDERAL DE 
DERECHOS, VIGENTE EN 2014, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. 
 
El principio de proporcionalidad tributaria, tratándose de derechos por uso o aprovechamiento de 
bienes del dominio público de la Nación, obliga a tomar en consideración, adicionalmente al 
grado de aprovechamiento, otros elementos como son la valoración de su mayor o menor 
disponibilidad, su reparación o reconstrucción, si se produce un deterioro. Ahora bien el 
mencionado artículo al establecer diversas cuotas atendiendo a las características del agua 
descargada en el asiento correspondiente y al cuerpo receptor empleado, no viola el principio de 
proporcionalidad tributaria debido a que la cuota se determina con base al grado de 
aprovechamiento del bien del dominio público, que consiste en los metros cúbicos de agua 
descargada; adicionalmente, es un hecho notorio que el acto de descarga de aguas residuales, 
implica incorporar al cuerpo receptor (corrientes, depósitos naturales de agua, zonas marinas o 
etc.) líquidos previamente utilizados de manera diversa, como podría ser para uso doméstico, 
riego, comercial o industrial, etc., que en la mayoría de los casos se encuentran mezclados con 
otros componentes que afectan la calidad del recurso hídrico y pueden llegar a causar efectos 
nocivos no sólo en la salud de los seres humanos, sino para todos los usos. 
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DELITO DE POSESIÓN O RESGUARDO DE PETRÓLEO O HIDROCARBUROS REFINADOS, 
PROCESADOS O SUS DERIVADOS. EL ARTÍCULO 368 QUÁTER, FRACCIÓN I, DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL DEROGADO QUE LO PREVÉ, AL UTILIZAR LA LOCUCIÓN 
POSEA O RESGUARDE "DE MANERA ILÍCITA", NO VIOLA EL PRINCIPIO DE TAXATIVIDAD 
EN MATERIA PENAL. 
 
Una disposición normativa no necesariamente es inconstitucional si el legislador no define cada 
vocablo o locución que utiliza, ya que ello tornaría imposible la función legislativa, pues el 
mandato de taxatividad sólo puede obligar al legislador penal a una determinación suficiente, y 
no a la mayor precisión imaginable. En ese sentido, la taxatividad tiene un matiz consistente en 
que los textos legales que contienen las normas penales sólo deben describir con suficiente 
precisión qué conductas están prohibidas y qué sanciones se impondrán a quienes incurran en 
éstas, pues la exigencia en cuanto a la claridad y precisión es gradual. Asimismo, puede 
esclarecerse una cierta tensión estructural en el mandato de taxatividad, la cual consiste en 
alcanzar el punto adecuado entre precisión (claridad) y flexibilidad de una disposición normativa 
para que, en una sana colaboración con las autoridades judiciales, dichas disposiciones puedan 
interpretarse para adquirir mejores contornos de determinación. Precisamente, los denominados 
elementos normativos de tipo cultural o legal establecidos en un tipo penal, son un caso en 
donde puede observarse una participación conjunta para no sólo tener suficientemente 
determinada una expresión, sino para alcanzar posteriormente una mayor concreción. Así, los 
vocablos utilizados en un tipo penal como "justo", "injusto", "indebidamente" o "ilícito", como 
acontece en el delito de posesión o resguardo de petróleo crudo o hidrocarburos refinados, 
procesados o sus derivados, previsto en el artículo 368 Quáter, fracción I, del Código Penal 
Federal derogado, al utilizar la expresión, posea o resguarde "de manera ilícita", constituyen una 
remisión tácita a la legislación especial reguladora de la conducta humana contenida en el tipo 
penal (o sea, aquella que regula la materia del bien jurídico protegido por la norma penal), en 
virtud de que el derecho penal no es autónomo respecto de las demás ramas del derecho y, por 
ende, el legislador puede redactar tipos penales con elementos normativos que han de 
interpretarse en relación con otras leyes vinculadas con el sector de actividades de donde surge 
la conducta prohibida en la ley punitiva, como en el caso de la locución referida, ya que debe 
acudirse a la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo abrogada 
y a la Ley de Petróleos Mexicanos, en las que se establece que las conductas relacionadas con 
hidrocarburos originalmente las tiene el Estado, y al no contar con la autorización de éste o de 
sus subsidiarios para poseerlos o resguardarlos, deriva la ilicitud de la posesión por parte de los 
particulares. Consecuentemente, el tipo penal previsto en el artículo 368 citado, al utilizar la 
locución "posea o resguarde de manera ilícita", no viola el principio de taxatividad en materia 
penal. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO EN 
CONTRA DE LA DECLARATORIA DE INCOMPETENCIA DE UN JUEZ DE DISTRITO. SE 
SURTE EN FAVOR DEL TRIBUNAL QUE EJERCE JURISDICCIÓN SOBRE EL QUE EMITIÓ 
LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, NO OBSTANTE QUE EL JUEZ REQUERIDO, UBICADO EN 
DIVERSO CIRCUITO, ACEPTE LA COMPETENCIA. 
 
En la Ley de Amparo no existe disposición expresa que señale a qué tribunal colegiado de 
circuito le corresponde conocer del recurso de revisión en amparo indirecto, promovido en contra 
de una determinación adoptada en audiencia constitucional, por virtud de la cual el juez de 
distrito se declare incompetente, cuando el juzgador requerido, ubicado en un diverso circuito, ha 
aceptado la competencia. Sin embargo, el artículo 86 de la Ley de Amparo establece que el 
recurso de revisión en amparo indirecto se interpone por conducto del órgano jurisdiccional que 
haya dictado la resolución recurrida, quien debe remitir el escrito original de expresión de 
agravios y el expediente principal al tribunal colegiado de circuito, según corresponda. Por su 
parte, el artículo 48 del mismo ordenamiento dispone que si el conflicto competencial para 
conocer de una demanda de amparo indirecto se plantea entre órganos que no sean de la 
jurisdicción de un mismo tribunal colegiado de circuito, lo resolverá el que ejerza jurisdicción 
sobre el requirente. Por las mismas razones, se concluye que la competencia de los tribunales 
colegiados de circuito para conocer del recurso de revisión interpuesto en contra de la 
declaratoria de incompetencia se fija de acuerdo al domicilio del órgano judicial que dictó la 
citada determinación, pese a que un juzgado ubicado en diverso circuito aceptó asumir la 
competencia del juicio de amparo. 
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AGUAS RESIDUALES. EL ARTÍCULO 282 DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS, QUE 
EXIGE CUMPLIR CON LAS CONDICIONES ESTABLECIDAS POR LA COMISIÓN NACIONAL 
DEL AGUA PARA QUE OPERE LA EXENCIÓN DEL PAGO DEL DERECHO POR USO O 
APROVECHAMIENTO DE CUERPOS RECEPTORES POR SU DESCARGA, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 
 
El precepto citado al prever, entre otras cuestiones, que no estarán obligados al pago del 
derecho federal por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público de la Nación como 
cuerpos receptores de las descargas de aguas residuales, los contribuyentes cuya descarga del 
trimestre no rebase los límites máximos permisibles establecidos en las tablas previstas en el 
propio precepto o, en su caso, en las condiciones particulares de descarga que la Comisión 
Nacional del Agua emita conforme a la declaratoria de clasificación del cuerpo de las aguas 
nacionales que corresponda, publicada en el Diario Oficial de la Federación a que se refiere el 
artículo 87 de la Ley de Aguas Nacionales, no viola el principio de legalidad tributaria, contenido 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que 
es la propia norma la que establece los casos y la forma en que opera la exención para el pago 
del derecho por uso o aprovechamiento de cuerpos receptores por las descargas de aguas 
residuales; y si bien es cierto que el artículo 282 de la Ley Federal de Derechos señala que 
además de los límites máximos previstos en la ley, debe atenderse a las condiciones referidas 
que establezca la Comisión Nacional del Agua, también lo es que ello no implica la existencia de 
arbitrariedad o se viole el principio de legalidad tributaria, pues su participación se justifica al ser 
dicha comisión el órgano técnico, normativo y consultivo de la Federación, en materia de gestión 
integrada de los recursos hídricos, incluyendo la administración, la regulación, el control y la 
protección del dominio público hídrico; por ende, el órgano referido es el indicado para identificar, 
llevar a cabo y determinar periódicamente los valores y factores con las condiciones señaladas 
en la ley. Asimismo, su intervención está debidamente acotada, ya que se exige que las 
condiciones se verifiquen conforme a lo previsto en la Ley de Aguas Nacionales, y sean 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación. 
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AGUAS NACIONALES. LOS ARTÍCULOS 222, 223 Y 231 DE LA LEY FEDERAL DE 
DERECHOS, EN SU TEXTO POSTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE DICIEMBRE DE 2013, NO TRANSGREDEN EL 
PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS EN SU VERTIENTE DE 
NO REGRESIVIDAD. 
 
Los preceptos citados, en su texto posterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de diciembre de 2013, por virtud de la cual se modificó la mecánica del cálculo 
del derecho por uso, explotación o aprovechamiento de aguas nacionales, no transgreden el 
principio de progresividad de los derechos humanos en su vertiente de no regresividad, pues con 
dicha reforma no se disminuyó el grado de protección de algún derecho humano o se 
implementaron cargas u obligaciones que no corresponden, sino sólo se dio una nueva 
configuración para el cobro de dicha contribución, en atención a finalidades válidas para regularlo 
de otra forma. 
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ACCIÓN PENAL. LOS ARTÍCULOS 160 Y 312, FRACCIÓN VII, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, ABROGADO, NO 
VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD Y CERTEZA JURÍDICA. 
 
Los preceptos mencionados al establecer que el juez de la causa puede sobreseer en el juicio, 
cuando el agente del Ministerio Público, transcurrido el plazo de seis meses, no aporte nuevos 
elementos probatorios para modificar la situación jurídica del inculpado, no vulneran los principios 
de seguridad y certeza jurídica. Lo anterior es así, pues a la pasividad o abstención de aportarlos 
por las partes legitimadas para hacerlo, corresponde una sanción procesal, de ahí que resulte 
constitucional el precepto que establece que transcurridos los seis meses, sin que se reciba 
prueba complementaria alguna, operará el sobreseimiento de la causa penal, ya que si fuera 
indefinido, se violentaría la seguridad jurídica del imputado, al dejarle en estado de incertidumbre 
sobre si las conductas imputadas se adecuan a algún tipo penal establecido en la ley o si, por el 
contrario, no hay elementos suficientes que acrediten el cuerpo del delito y su presunta 
responsabilidad en los hechos denunciados y también para las víctimas ante la incertidumbre 
sobre el destino de su eventual reparación de los daños. 
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ACCIÓN PENAL. EL PLAZO DE SEIS MESES PARA QUE EL MINISTERIO PÚBLICO LA 
REFORMULE, PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 160 Y 312, FRACCIÓN VII, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES ABROGADO, 
RESULTA RAZONABLE. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estimado que debe existir un 
plazo que motive al Ministerio Público a cumplir con su obligación constitucional de emitir un 
pronunciamiento sobre el ejercicio o no ejercicio de la acción penal, como deriva de las 
consideraciones emitidas al resolver la contradicción de tesis 35/99, que originó la tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 24/2001, (1) de rubro: "JUECES DE DISTRITO. ESTÁN FACULTADOS 
PARA APRECIAR SI HA TRANSCURRIDO UN PLAZO RAZONABLE PARA QUE EL 
MINISTERIO PÚBLICO EMITA ALGÚN PRONUNCIAMIENTO RESPECTO DEL EJERCICIO O 
NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y PARA, EN SU CASO, IMPONERLE UNO PARA QUE 
DICTE LA RESOLUCIÓN QUE CORRESPONDA COMO RESULTADO DE LA AVERIGUACIÓN 
PREVIA."; por ello, se estima que el plazo de seis meses para que el Ministerio Público reformule 
el ejercicio de la acción penal, previsto en los artículos 160 y 312, fracción VII, del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de Aguascalientes abrogado, resulta razonable, en virtud 
de que dicho órgano investigador en la etapa de averiguación previa tuvo un primer referente 
temporal -como mínimo tres años- regulado por la figura de la prescripción, para proponer el 
ejercicio de la acción penal y cuando considera satisfechos los presupuestos legales realiza la 
consignación al Juez correspondiente, quien de estimar que no se reúnen los exigencias del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, decide negar la orden 
de aprehensión o citación a preparatoria haciendo notar las deficiencias de la averiguación, para 
que en un segundo momento el fiscal investigador pueda enmendar, corregir y agregar lo 
necesario para reformularla. Plazo que se estima suficiente para que realice las acciones 
necesarias a efecto de lograr su cometido constitucional, pues de no existir, se trastocaría el 
derecho a la seguridad jurídica del que gozan tanto el inculpado como las víctimas del delito, ya 
que la actividad del órgano persecutor de los delitos debe quedar sujeta a un referente temporal 
cierto y razonable compatible con el derecho a una justicia pronta y expedita. 
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ACCESO AL AGUA. EL DERECHO POR EL USO, EXPLOTACIÓN O APROVECHAMIENTO 
DE AGUAS NACIONALES NO CONSTITUYE UNA RESTRICCIÓN. 
 
El derecho de acceso al agua, previsto en el artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se basa en su uso racional, equitativo y sustentable, así como en su 
distribución general. De esta manera, las cuotas establecidas por su uso, explotación o 
aprovechamiento no contravienen el derecho al acceso al agua, ya que el legislador además de 
estar facultado para imponerlas en términos del artículo 73, fracción XXIX-A, apartado 2o., 
constitucional, cumple con el propósito específico de que toda la población tenga acceso al agua, 
aunado a que también se encuadra dentro del cúmulo de actividades desarrolladas por el Estado 
tendentes a preservar el equilibrio hidrológico nacional y favorecer el aprovechamiento y 
protección de los recursos hídricos; en ese contexto, al implementar las referidas cuotas, permite 
al Estado obtener ingresos para desarrollar la función pública aludida. 
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INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA. LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN X, Y NOVENO 
TRANSITORIO, FRACCIÓN XXII, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE 
EN DOS MIL CATORCE, NO VULNERAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
Conforme a los referidos preceptos el elemento que distingue a las sociedades o asociaciones 
que son catalogadas como no contribuyentes del impuesto sobre la renta, entre otros, es que se 
dediquen exclusivamente a la enseñanza; de ahí que lo que persiguen esas normas es que se 
consideren como no contribuyentes sólo los sujetos que realicen la actividad -entre otras- de 
enseñanza, pero no otras por las cuales pudieran obtener un ingreso susceptible de gravarse por 
el impuesto sobre la renta. Consecuentemente, se advierte que las normas reclamadas no hacen 
alguna distinción basada en las categorías sospechosas a que se refiere el artículo 1o. de la 
Constitución General, por lo que, no se advierten razones que justifiquen la necesidad de realizar 
una motivación reforzada por parte del legislador, o bien, ser especialmente exigente en el 
examen de razonabilidad con motivo de la distinción normativa. En el proceso legislativo que dio 
origen a los artículos 79, fracción X, y noveno transitorio, fracción XXII, se expresó que existían 
sujetos que abusando del régimen fiscal en el que se encontraban, tradicionalmente, como 
sujetos del régimen de las personas morales con fines no lucrativos, realizaban actividades como 
son la venta de libros de texto, cuadernos, uniformes o actividades recreativas extraescolares, 
que propiamente no se tratan de la actividad de enseñanza, sino que constituyen actividades 
estrictamente empresariales, por lo que estimaron viable que para evitar ese uso abusivo del 
beneficio, así como que la autoridad fiscal tuviera control de los ingresos que las instituciones de 
enseñanza obtenían, se condicionó a las instituciones de enseñanza autorizadas para recibir 
donativos deducibles. En tales términos se colige que no se vulnera el principio de equidad 
tributaria, en tanto que el trato diferenciado entre las instituciones de enseñanza que prestan 
única y exclusivamente servicios de enseñanza y las instituciones de enseñanza que realizan 
actividades empresariales se encuentra constitucionalmente justificado para alcanzar la finalidad 
buscada, toda vez que dichos preceptos están encaminados a que las sociedades o 
asociaciones que presten el servicio de enseñanza no realicen otra actividad por la que se 
obtengan ingresos, como son: venta de libros de texto, cuadernos, uniformes o actividades 
recreativas extraescolares. 
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ENAJENACIÓN A PLAZOS. LA POTENCIALIDAD PARA CONTRIBUIR AL GASTO PÚBLICO 
SURGE AL MOMENTO DE LA CELEBRACIÓN DEL CONTRATO. 
 
Para dilucidar si la potencialidad de contribuir al gasto público es real, debe atenderse a las 
condiciones en las que se actualiza la situación de la cual el legislador estima que pueden existir 
recursos susceptibles de ser gravados. En tal virtud, tratándose de actos jurídicos, la 
determinación del momento a partir del cual existe la generación o el movimiento de riqueza, 
debe efectuarse a partir de la regulación normativa del acto respectivo. Así, para determinar en 
qué momento se actualiza un ingreso al celebrarse un contrato de enajenación a plazos, debe 
atenderse a los preceptos que regulan ese acto jurídico; en este sentido, atento a la naturaleza 
del contrato de compraventa, existe enajenación cuando uno de los contratantes se obliga a 
transferir la propiedad de una cosa o de un derecho, y el otro, a su vez, se obliga a pagar por 
ellos un precio cierto y en dinero; de ahí que la venta es perfecta cuando se ha convenido sobre 
la cosa y su precio, aunque la primera no se haya entregado ni el segundo satisfecho, por lo que, 
una vez que se conviene el precio y la cosa, el vendedor tiene a su favor el derecho de obtener el 
precio pactado, lo cual implica que jurídicamente en ese momento es cuando aumenta su 
patrimonio. Por tanto, en la enajenación a plazos, al ser una modalidad del contrato de 
compraventa, la potencialidad para contribuir al gasto público surge al momento de su 
celebración, pues ese pacto es lo que genera un ingreso en crédito. 
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